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XIII

NUESTROS DERECHOS 
A TRAVÉS DE LA HISTORIA

La primera Declaración Universal de los Derechos del Hombre   
 y del Ciudadano proclamó que todos los hombres nacen libres 

e iguales ante la ley. En la Revolución francesa de 1789, se exigió al 
Estado el respeto de todas las libertades y la igualdad jurídica, con 
la supresión de fueros y privilegios. Antes, los nobles ingleses habían 
iniciado el proceso de límites a la Monarquía con la Carta Magna 
de 1215.

Los derechos de los ciudadanos y sus garantías se establecieron 
desde el Bill of Rights de la Revolución inglesa de 1689; la Consti-
tución de Virginia de 1776; las enmiendas o adiciones a la Cons-
titución americana de 1787, y las Constituciones francesas de 
1791, 1793 y 1795, así como en todas las Constituciones que se 
promulgaron a lo largo del siglo XIX.

En México, la Constitución de 1814 estableció los derechos 
humanos de carácter individual y señaló que “la felicidad del pue-
blo y de cada uno de los ciudadanos, consiste en el goce de la 
igualdad, seguridad, propiedad y libertad. La íntegra conserva-
ción de estos derechos es el objeto de la institución de los gobier-
nos y el único fin de las asociaciones políticas”.

El Acta Constitutiva de la Federación de 1824 dispuso que 
“la nación está obligada a proteger por leyes sabias y justas los 
derechos del hombre y del ciudadano”, y a lo largo de la Cons-
titución de 1824 se incluyeron diversos derechos fundamentales. 
Por su parte, la Constitución Federal de 1857 reconoció que “los 
derechos del hombre son la base y el objeto de las instituciones 
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sociales. En consecuencia, declara que todas las leyes y todas las 
autoridades del país deben respetar y sostener las garantías que 
otorga la presente Constitución”.

Fue en la Constitución mexicana de 1917 donde se estableció, 
por primera vez en el mundo, la obligación del Estado de prote-
ger no sólo los derechos individuales, sino también los derechos 
sociales de los trabajadores, del campo y de la ciudad.

Después de la Segunda Guerra Mundial, en la Declaración 
Universal de 1948, se reconocieron no sólo los derechos de los 
hombres, sino también los de las mujeres como seres humanos. A 
partir de entonces se han firmado más de cien tratados y conven-
ciones internacionales para el respeto a los derechos humanos de 
todas las personas.

En nuestro país, en 1990 se creó la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos y en 2011 se hicieron importantes reformas 
constitucionales en materia de derechos humanos y de amparo,1 
marcando un nuevo paradigma para el respeto y garantía de nues-
tros derechos. 

El artículo 1o. de nuestra Constitución ahora dice a la letra: 

 ɩ En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas go-
zarán de los derechos humanos reconocidos en esta Consti-
tución y en los tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte, así como de las garantías para su protec-
ción, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, sal-
vo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece.

También, señala que “las normas relativas a los derechos hu-
manos se interpretarán de conformidad con esta Constitución 
y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en 
todo tiempo a las personas la protección más amplia”.

Asimismo, la fracción I del artículo 103 señala que los tribu-
nales de la federación resolverán toda controversia que se suscite 
“por normas generales, actos u omisiones de la autoridad que vio-

1  El 6 y 10 de junio de 2011 se publicaron, respectivamente, en el Diario 
Oficial de la Federación.
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len los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas 
para su protección por esta Constitución, así como por los tra-
tados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte”.

En el mismo sentido, en 2013, la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación2 reiteró que los tratados internacionales en materia de 
derechos humanos son equiparables a la Constitución.

Ahora, en el marco de la conmemoración del centenario de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Insti-
tuto de Investigaciones Jurídicas, de la Universidad Nacional Au-
tónoma de México, y el Instituto Nacional de Estudios Históri-
cos de las Revoluciones de México, de la Secretaría de Educación 
Pública, presentan la actualización de la serie Nuestros Derechos3 
con el propósito de contribuir al conocimiento de nuestra carta 
magna y de las leyes que nos rigen, así como de nuestros derechos 
y obligaciones.

El derecho es el conjunto de normas que regula nuestra convi-
vencia y es el medio para acceder a la justicia. Determina asimis-
mo las funciones del Estado, con el objetivo de lograr el bien-
estar de la sociedad. La Constitución es la fuente de las normas 
jurídicas de una sociedad democrática. La cultura de la legalidad 
garantiza la vigencia del Estado de derecho, esencial para la con-
vivencia social. 

Uno de los principales objetivos de la conmemoración del cen-
tenario de la Constitución de 1917 es difundir su contenido y 
concientizar sobre la importancia del cumplimiento de las nor-
mas que nos hemos dado, así como reflexionar sobre los mejo-
res mecanismos para hacer efectivos los derechos fundamentales. 
Conociendo nuestra legislación podremos ejercer mejor nuestros 
derechos y exigir su observancia.

La serie Nuestros Derechos busca que todos los sectores de la 
sociedad conozcan los derechos contenidos tanto en la Constitu-
ción como en los instrumentos internacionales que nuestro país 
ha firmado.

2  Resolución de la contradicción de tesis 293/2011.
3  La primera edición fue coordinada por la doctora Marcia Muñoz de Alba 

Medrano y publicada por la LXVIII Legislatura de la Cámara de Diputados y el 
Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM en el 2000.
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A través de los volúmenes que componen la serie Nuestros De-
rechos el lector podrá conocer la conceptualización del derecho 
y los derechos que otorga nuestro orden jurídico. Entre ellos se 
encuentran los derechos de las niñas y los niños; las mujeres; las 
comunidades indígenas; las familias; la comunidad LGTBI (les-
bianas, gays, bisexuales, trans e intersex); las personas divorcia-
das; los inmigrantes; los extranjeros; los trabajadores del campo 
y de la ciudad; los derechos de propiedad intelectual; los de las 
personas en reclusión; los detenidos y sujetos a proceso; el dere-
cho al medio ambiente; los derechos de los consumidores, de los 
arrendatarios, de los usuarios de la banca, de los propietarios y de 
los creyentes.

Los autores de las obras de la presente serie son destacados es-
pecialistas en la rama que abordan. El lector encontrará de forma 
accesible la explicación de sus derechos de acuerdo con el tema 
correspondiente, así como los antecedentes y su situación en la 
legislación nacional e internacional actual. Para identificar cuáles 
son los procedimientos previstos en la ley y, en su caso, saber ante 
qué instancias se puede solicitar el asesoramiento necesario para 
ejercer sus derechos.

Como se establece en el artículo 3o. de la Constitución, la de-
mocracia no solamente es una estructura jurídica y un régimen 
político, sino también “un sistema de vida”.

Patricia Galeana
Instituto Nacional de Estudios Históricos 

de las Revoluciones de México



XVII

PRESENTACIÓN

La serie Nuestros Derechos nació como una iniciativa desde la 
 academia, en coordinación con las instituciones de represen-

tación democrática, para llevar a un público amplio información 
accesible sobre una cuestión medular: los derechos de los que son 
titulares las personas en nuestro país. La edición original, como re-
cuerda Miguel Carbonell en el Prólogo que acompaña a los diferen-
tes volúmenes, se remonta al año 2000 cuando, bajo la dirección de 
Diego Valadés, el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Uni-
versidad Nacional Autónoma de México (IIJ-UNAM) se dio a la 
tarea de coordinar los textos que la componen. Esos trabajos fueron 
reeditados en 2001 y, ahora, han sido objeto de actualizaciones para 
esta nueva edición especial que ve la luz en el contexto de los festejos 
por el centenario de la Constitución de 1917. 

Si bien no se trata de un catálogo exhaustivo que abarque la 
totalidad de derechos de los que somos titulares, la serie ofre-
ce textos sobre derechos emblemáticos y, en cierta medida, poco 
convencionales. Además lo hace centrando la atención en los ti-
tulares de los mismos. Los lectores podrán conocer los derechos 
de los usuarios de la banca, de los autores, artistas e inventores, de 
los propietarios o de los consumidores. Pero también, en paralelo, 
tendrán la posibilidad de conocer derechos de grupos especial-
mente vulnerables, como es el caso de los migrantes, de las niñas 
y niños, así como el derecho relativo a la diversidad sexual. Y, en 
paralelo, si así lo deciden, podrán adentrarse en el abanico de de-
rechos que corresponden a los internos en el sistema penitencia-
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rio mexicano, a los creyentes, a los trabajadores en el sistema de 
salud o a las personas divorciadas.

Así las cosas, se trata de derechos concretos de las personas de 
a pie. De hecho, como puede observarse, en la serie se ofrece una 
selección de temas que no pretende brindar una visión abstrac-
ta o academicista de los derechos de las personas sino que, por 
el contrario, se propone evidenciar la dimensión práctica y útil 
de un tema tan relevante. Por ello los textos se decantan hacia la 
reconstrucción de los derechos de sujetos concretos y no hacia 
la reflexión filosófica —sin duda también relevante— sobre lo 
que son e implican estos bienes jurídicos fundamentales. De esta 
manera, los libros están destinados a las personas que, en los di-
ferentes roles sociales y circunstancias en los que interactúan con 
las demás, se convierten en titulares de diversos derechos. Y esas 
personas somos todos nosotros. 

En el origen de la serie descansan una premisa y una preocupa-
ción que no han perdido vigencia. La premisa es que los derechos 
sólo adquieren un sentido y un valor plenos cuando son ejerci-
dos. La preocupación emerge porque muchas personas descono-
cen cuáles son sus derechos y, por lo mismo, no se encuentran en 
condiciones de ejercerlos. Así las cosas, el desconocimiento im-
pacta de manera directa en la eficacia de esta agenda estratégica. 
Y eso compromete el futuro de nuestro país. Si reconocemos que 
una sociedad civilizada —libre e incluyente— sólo es aquella en 
la que todas las personas ejercen realmente sus derechos, tenemos 
que nuestro país está lejos de esa civilidad. Recordemos la distin-
ción propuesta por Avishai Margalit: “…distingo entre una socie-
dad decente y una civilizada. Una sociedad civilizada es aquella 
cuyos miembros no se humillan unos a otros, mientras que una 
sociedad decente es aquella cuyas instituciones no humillan a las 
personas”.*

Para que esa humillación no se verifique, ni en su dimensión 
social ni en su dimensión institucional, resulta fundamental que 
las relaciones de las personas entre sí y las de éstas con el Estado 

*  Cfr. Margalit, A., La sociedad decente, Barcelona, Paidós, 2010, p. 15. 
Retomo la cita del texto “Sobre decencia, desigualdades y consenso socialdemó-
crata”, de Rodolfo Vázquez, al que he tenido acceso en versión preliminar.
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se ejerzan bajo la lógica de los derechos y no bajo la fuerza de 
los privilegios. Porque, como ha sostenido Luis Salazar Carrión, 
sólo así tendremos una sociedad de ciudadanos y no una comu-
nidad de clientelas. Es decir, solamente de esta manera lograre-
mos edificar una sociedad que sea, al mismo tiempo, decente y 
civilizada.

Esta serie de textos —desde el acotado nicho que corresponde 
al pensamiento en la construcción de la cultura— quiere incidir 
en esa dirección. Estamos convencidos de que las dinámicas so-
ciales cambian con el tiempo y sabemos que es posible incidir en 
la dirección de esas transformaciones. En el Instituto de Investi-
gaciones Jurídicas estamos comprometidos con la agenda de los 
derechos y, por lo mismo, apostamos por ese parador como ho-
rizonte. Ojalá que estos libros sirvan como un medio para sumar 
aliados para esa causa civilizatoria. 

Como adelanté al inicio de estas páginas, esta edición aparece 
en un momento especial. En febrero de 2017 la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos cumplirá cien años 
de vigencia, y con ese motivo se han emprendido y se seguirán 
emprendiendo múltiples iniciativas culturales, políticas y acadé-
micas. La finalidad de estos esfuerzos es celebrar al documento 
constitucional que sentó las bases para la modernización política 
y social de nuestro país pero, al mismo tiempo, invitar a una re-
flexión crítica sobre lo que nos falta por hacer. Y nuestro principal 
pendiente es el de convertir a nuestra sociedad en una verdadera 
sociedad de derechos. De ahí la relevancia de los textos que usted 
tiene en sus manos. 

La reedición de los trabajos de la serie Nuestros Derechos 
constituye una de las aportaciones del IIJ-UNAM, en estrecha 
coordinación con el Comité para la Conmemoración del Cente-
nario de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para el aniversario constitucional. Nuestros esfuerzos con-
juntos, en buena medida, han sido posibles por el talento y el 
profesionalismo de la doctora Patricia Galeana, secretaria téc-
nica de dicho Comité y directora general del Instituto Nacional 
de Estudios Históricos de las Revoluciones de México,a quien 
expreso mi reconocimiento. Lo mismo vale para su equipo de 
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trabajo y para los autores de los textos y el personal de la Secre-
taría Técnica del Instituto de Investigaciones Jurídicas, a cargo 
de Raúl Márquez, quienes han hecho posible esta publicación. 
Enhorabuena por el esfuerzo y, sobre todo, por el resultado.

Pedro Salazar Ugarte
Director IIJ-UNAM

México, D. F., a 20 de julio de 2015 
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La Universidad Nacional Autónoma de México tiene tres funcio- 
 nes básicas de acuerdo con lo que señala su Ley Orgánica: ejer-

cer la docencia, realizar investigación y difundir la cultura.
No es exagerado señalar que el libro que el lector tiene entre las 

manos cumple con esos tres propósitos. Sirve a la docencia en la 
medida en que perfectamente puede ser utilizado en un salón de 
clases para formar a futuros abogados o a profesionistas de otras ra-
mas de las ciencias sociales; es un producto de investigación dado 
el alto nivel de su autor, por su calidad de miembro de uno de 
los institutos de investigaciones jurídicas más prestigiosos a nivel 
mundial; y a la vez es un ejercicio de difusión de la cultura, puesto 
que los temas de derechos humanos representan por sí mismos la 
expresión del desarrollo cultural y moral de la humanidad entera.

El origen de la serie Nuestros Derechos, de la que el presente 
texto forma parte, se remonta al año 2000, cuando el doctor Diego 
Valadés, a la sazón director del Instituto de Investigaciones Jurí-
dicas de la UNAM, impulsó su primera edición, que alcanzó en 
poco tiempo varias reimpresiones. Esta segunda edición surge por 
el impulso y fecunda creatividad del anterior director del Instituto 
de Investigaciones Jurídicas, el doctor Héctor Fix-Fierro, quien ha 
sabido aquilatar como es debido las cosas positivas que se habían 
hecho en las anteriores administraciones de nuestra institución.

Para esta segunda edición le hemos pedido a los autores que ac-
tualicen y pongan al día sus textos, pero siempre respetando la idea 
original en el sentido de que debía tratarse de textos que no exce-
dieran una determinada extensión, que fueran lo más claros y pe-
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dagógicos posibles y que tuvieran una cierta vocación “práctica”, en 
el sentido de que no se incluyeran demasiadas reflexiones teóricas o 
puramente doctrinales, sino que la exposición de cada autor estuvie-
ra dirigida a ofrecer fundamentos aplicados para entender el signifi-
cado y alcance de nuestros derechos en el mundo real. 

Hemos aprovechado esta nueva oportunidad de difusión del 
pensamiento jurídico para incluir temas novedosos, cuyo desarro-
llo le fue encargado a jóvenes pero ya muy destacados juristas. El 
resultado queda desde luego a juicio de los lectores.

La tarea realizada a lo largo de más de 70 años por el Instituto 
de Investigaciones Jurídicas de la UNAM ha permitido ir generan-
do una más sólida —aunque todavía incipiente y sin duda poco 
robusta— cultura jurídica. Esta colección se propone abonar en 
esa noble tarea: incidir en el conocimiento y difusión cultural de 
los derechos que tenemos todas las personas, o bien que tienen las 
personas que se encuentran en una determinada posición jurídica, 
derivada de sus relaciones familiares, de su ocupación laboral, de 
sus preferencias sexuales, de su creatividad, etcétera.

Tienen razón quienes afirman que la forma más impune en que 
se puede violar un derecho se produce cuando el titular de ese de-
recho no sabe que lo tiene. Pero también es cierto que el conoci-
miento de nuestros derechos es un paso indispensable para poder 
hacerlos efectivos en la práctica.

La escuela, en sus niveles de educación básica y media superior, 
es un espacio natural de aprendizaje de la cultura jurídica, pero 
no debemos limitarnos a esa etapa de la vida de las personas. En 
realidad, sobre nuestros derechos se puede (y se debe) seguir apren-
diendo siempre. Es un esfuerzo que debe hacer cada persona y que 
estamos seguros que valdrá la pena.

Los derechos que tenemos todos conforman la columna verte-
bral de cualquier sistema democrático y son un excelente indicador 
del grado de desarrollo de un país. En la medida en que los dere-
chos humanos sean respetados y estén efectivamente garantizados 
de forma universal, estaremos en posibilidad de elevar de manera 
muy significativa el nivel de vida de las personas. Una vida que vale 
la pena vivirse es aquella en la que los derechos más básicos no son 
violados cotidianamente.
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Los derechos humanos nos suministran la posibilidad de alcan-
zar nuestros planes en la vida, lo que equivale a decir que nos per-
miten desarrollar toda nuestra potencialidad como seres humanos. 
En eso consiste la autonomía moral que tenemos las personas, a 
diferencia de otros seres vivos que habitan en la Tierra.

Pero además, los derechos humanos le dan contenido al sistema 
democrático. No es cierto que la democracia se agote o se resuma 
en los procesos electorales y en las campañas políticas. Las eleccio-
nes libres y auténticas son desde luego un requisito de todo sistema 
democrático, pero no agotan las posibilidades de manifestación 
de la democracia. Para los seres humanos es tan importante poder 
votar como tener asegurados el derecho a la salud, a la educación, 
al medio ambiente, al debido proceso legal, a no ser discriminados 
o torturados, etcétera. Un gobierno que no respete esos derechos y 
haga todo lo que esté a su alcance para realizarlos en la práctica no 
puede llamarse democrático, por más que haya accedido al poder a 
través de comicios transparentes y competidos.

Por lo tanto, existen muchas y muy buenas razones por las que 
debemos esforzarnos entre todos para conocer y hacer efectivos 
nuestros derechos. De esa manera estaremos contribuyendo a ele-
var la calidad de vida de las personas que habitan en nuestro país 
y lo haremos también más democrático. En el fondo, de lo que 
se trata —para decirlo en breve— es de difundir aquello que nos 
hace mejores personas y que nos permite colectivamente construir 
sociedades más justas. Vale la pena poner en ello el mayor de nues-
tros esfuerzos, como lo han hecho todos los autores que han con-
tribuido de manera ejemplar y rigurosa a conformar este nuevo 
proyecto editorial de la UNAM que ahora ve la luz. Ojalá que se 
difunda mucho y alcance todos los objetivos que nos propusimos 
quienes participamos en su creación.

Miguel Carbonell
Coordinador académico de la serie Nuestros Derechos

Investigador en el IIJ-UNAM

Ciudad Universitaria, enero de 2015
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I. Derechos laborales básicos

El derecho del trabajo comprende una serie de principios y nor- 
 mas que regulan las relaciones entre trabajadores y empleadores, 

y de ambos con el Estado. Son la Constitución Mexicana y la Ley 
Federal del Trabajo (LFT) las que se encargan de regular las relaciones 
entre trabajadores y patrones.

Cabe señalar que el caso de los trabajadores al servicio del Es-
tado, quienes tienen su propia regulación (el apartado B del ar-
tículo 123 de la Constitución y la Ley Federal de los Trabajadores 
al Servicio del Estado), no es objeto de estudio en este trabajo.

La aparición del derecho del trabajo se debe a la lucha de los 
trabajadores y sindicatos por lograr un equilibrio entre el capital 
y el trabajo, y en ocasiones; a la sensibilidad de los empleadores 
para obtener cierta armonía social, así como una mayor produc-
tividad en las empresas; y al papel del Estado que, en función de 
las coyunturas económicas y a la mayor o menor fuerza de los 
trabajadores y empleadores, ha regulado las relaciones de trabajo 
individuales y colectivas.

Todos los trabajadores tienen derecho a prestar su trabajo en 
condiciones dignas (1), en donde se respete la igualdad entre hom-
bres y mujeres (2), a no ser objeto de hostigamiento y acoso sexual 
(3), a no ser discriminados (4) y a contar con capacitación y adies-
tramiento (5). Igualmente, los trabajadores tienen una serie de 
obligaciones (6). Lo mismo ocurre con los patrones (7). Así como 
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también existen prohibiciones para trabajadores (8) y patrones 
(9). Y en caso de no respetar las obligaciones legales, los patro- 
nes pueden ser objeto de sanciones (10).

1. Derecho a un trabajo digno

Según establece la LFT, todo trabajador tiene derecho a un 
trabajo decente o digno, es decir, caracterizado por los siguientes 
elementos:

 — Derecho a que se respete su dignidad humana; sin ningún tipo de 
discriminación por origen étnico o nacional, género, edad, dis-
capacidad, condición social, condiciones de salud, religión, con-
dición migratoria, opiniones, preferencias sexuales o estado civil.

 — Derecho a la seguridad social.
 — Derecho a un salario remunerador. 
 — Derecho a la capacitación y adiestramiento.
 — Derecho a condiciones higiénicas en su lugar de trabajo para 

prevenir accidentes o enfermedades. 
 — Derecho a formar un sindicado, a no ser parte de un sindicato o 

a salirse de un sindicato sin el riesgo de perder su trabajo.
 — Derecho a celebrar con otros trabajadores, por lo menos veinte, 

un contrato colectivo de trabajo.
 — Derecho a realizar una huelga, en caso de que no se respeten las 

condiciones de trabajo o porque quieren celebrar un contrato 
colectivo de trabajo.

2. Igualdad entre hombres y mujeres

Un elemento importante del derecho a la no discriminación 
tiene que ver con la igualdad entre hombres y mujeres. Las muje-
res, por infortunio, históricamente nunca han tenido los mismos 
trabajos, condiciones de empleo y salario que los hombres. De 
ahí que el derecho del trabajo mexicano se preocupe por todos 
los temas de desigualdad, y que la LFT promueva la igualdad en-
tre hombres y mujeres frente al patrón, quien debe proporcionar 
acceso a las mismas oportunidades, en el goce o ejercicio de sus 
derechos laborales.
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3. Hostigamiento y acoso sexual

Asimismo, buscando proteger a las mujeres en el trabajo, la 
legislación laboral castiga el hostigamiento y acoso sexual. Por 
hostigamiento se entiende el ejercicio del poder en una relación 
de subordinación real de la víctima frente al agresor en el ámbito 
laboral, que se expresa en conductas verbales, físicas o ambas; y 
por acoso sexual, una forma de violencia en la que, si bien no 
existe la subordinación, hay un ejercicio abusivo de poder, que 
conlleva a un estado de indefensión y de riesgo para la víctima, 
independientemente de que se realice en uno o varios eventos.

Por su parte, el Código Penal Federal, en su artículo 259 Bis, 
establece que la persona que con fines lascivos asedie reiterada-
mente a otra persona de cualquier sexo, valiéndose de la posi-
ción jerárquica derivada de sus relaciones laborales, docentes, 
domésticas o cualquiera otra que implique subordinación, se le 
impondrá una sanción hasta de cuarenta días de multa. Si el 
hostigador fuese un servidor público que haya utilizado los me-
dios o circunstancias que le da su cargo o trabajo se le destituirá 
de su empleo. El hostigamiento sexual sólo es punible cuando 
se cause un perjuicio o daño y sólo se puede proceder contra el 
hostigador a petición de la parte ofendida.

Además del hostigamiento y acoso sexual, puede existir el 
acoso laboral. No lo contempla claramente la legislación labo-
ral, pero se puede incluir en la prohibición del empleador de dar 
malos tratos al trabajador. El acoso laboral implica todos aque-
llos actos o comportamientos, en un evento o en una serie de 
ellos, en el entorno del trabajo o con motivo de éste, con inde-
pendencia de la relación jerárquica de las personas involucradas, 
que atenten contra la autoestima, salud, integridad, libertad o 
seguridad de las personas. Entre estos actos se encuentran: la 
provocación, presión, intimidación, exclusión, aislamiento, ri-
diculización, o ataques verbales o físicos, que pueden realizarse 
de forma evidente, sutil o discreta, y que ocasionan humillación, 
frustración, ofensa, miedo, incomodidad o estrés en la persona a 
la que se dirigen o en quienes lo presencian, con el resultado de 



4
N

ue
str

os
 D

er
ec

ho
s

que interfieren en el rendimiento laboral o generan un ambiente 
negativo en el trabajo.1

4. Derecho a la no discriminación

En el artículo tercero de la LFT se establece el derecho a la no 
discriminación, el cual señala que no podrán establecerse condi-
ciones que impliquen discriminación entre los trabajadores por 
motivo de origen étnico o nacional, género, edad, discapacidad, 
condición social, condiciones de salud, religión, condición mi-
gratoria, opiniones, preferencias sexuales, estado civil o cualquier 
otro que atente contra la dignidad humana. Excluye como activi-
dades discriminatorias las distinciones, exclusiones o preferencias 
que se sustenten en las calificaciones particulares que exija una 
labor determinada.

5. Derecho a la formación profesional (capacitación 
    y adiestramiento)

En materia de formación profesional, el mismo artículo ter-
cero establece que es de interés social promover y vigilar la ca-
pacitación, el adiestramiento, la formación para y en el trabajo, 
la certificación de competencias laborales, la productividad y la 
calidad en el trabajo, la sustentabilidad ambiental, así como los 
beneficios que éstas deban generar tanto a los trabajadores como 
a los patrones, con lo cual, se busca establecer a la formación 
profesional como un derecho y por otro lado como un fin, para 
generar beneficios a los trabajadores y a los empleadores.

1 Acuerdo General de Administración III/2012, del Comité de Gobierno y Ad-
ministración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante el cual se 
emiten las Bases para investigar y sancionar el acoso laboral y el acoso sexual en 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
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6. Obligaciones de los trabajadores

Son obligaciones de los trabajadores:

 — Cumplir las normas de trabajo.
 — Observar las disposiciones contenidas en el reglamento y las nor-

mas oficiales mexicanas (NOMs) en materia de seguridad, salud 
y medio ambiente de trabajo, así como las que indiquen los pa-
trones para su seguridad y protección personal.

 — Desempeñar el servicio bajo la dirección del patrón o de su re-
presentante, a cuya autoridad están subordinados en todo lo 
concerniente al trabajo.

 — Ejecutar el trabajo con la intensidad, cuidado y esmero apropia-
dos y en la forma, tiempo y lugar convenidos.

 — Dar aviso inmediato al patrón, salvo caso fortuito o de fuerza 
mayor, de las causas justificadas que le impidan concurrir a su 
trabajo.

 — Restituir al patrón los materiales no usados y conservar en buen 
estado los instrumentos y útiles que les haya dado para el traba-
jo, no siendo responsables por el deterioro que origine el uso de 
estos objetos, ni del ocasionado por caso fortuito, fuerza mayor, 
o por mala calidad o defectuosa construcción.

 — Observar buenas costumbres durante el servicio.
 — Prestar auxilios en cualquier tiempo que se necesiten, cuando 

por siniestro o riesgo inminente peligren las personas o los inte-
reses del patrón o de sus compañeros de trabajo.

 — Integrar los organismos que establece esta ley.
 — Someterse a los reconocimientos médicos previstos en el regla-

mento interior y demás normas vigentes en la empresa o estable-
cimiento, para comprobar que no padecen alguna incapacidad o 
enfermedad de trabajo, contagiosa o incurable.

 — Poner en conocimiento del patrón las enfermedades contagio-
sas que padezcan, tan pronto como tengan conocimiento de las 
mismas.

 — Comunicar al patrón o a su representante las deficiencias que 
adviertan, a fin de evitar daños o perjuicios a los intereses y vidas 
de sus compañeros de trabajo o de los patrones.

 — Guardar escrupulosamente los secretos técnicos, comerciales y 
de fabricación de los productos en cuya elaboración concurran 
directa o indirectamente, o de los cuales tengan conocimiento 
por razón del trabajo que desempeñen, así como de los asuntos 
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administrativos reservados, cuya divulgación pueda causar per-
juicios a la empresa.

7. Obligaciones de los patrones

La LFT establece una serie de obligaciones generales y particu-
lares en relación con los diferentes trabajos especiales y en materia 
de prevención de riesgos de trabajo. Son obligaciones generales:

 — Fijar visiblemente, difundir e instalar y operar los lugares de tra-
bajo de acuerdo con los reglamentos y las normas oficiales mexi-
canas en materia de seguridad, salud y medio ambiente de tra-
bajo, con el fin de prevenir accidentes y enfermedades laborales.

 — Los centros de trabajo con más de cincuenta trabajadores deben 
contar con instalaciones adecuadas para personas con discapa-
cidad.

 — Fijar visiblemente y difundir en el trabajo el texto íntegro del o 
los contratos colectivos de trabajo que rijan en la empresa.

 — Difundir entre los trabajadores información sobre los riesgos y 
peligros a los que están expuestos.

 — Cumplir con las disposiciones que en caso de emergencia sanita-
ria fije la autoridad, así como proporcionar a sus trabajadores los 
elementos que señale la autoridad, para prevenir enfermedades 
en caso de declaratoria de contingencia sanitaria.

 — Hacer las deducciones y pagos correspondientes a las pensiones 
y colaborar al efecto con la autoridad jurisdiccional competente.

 — Afiliar su centro de trabajo al Instituto del Fondo Nacional para 
el Consumo de los Trabajadores, para que los trabajadores pue-
dan ser sujetos del crédito de dicha entidad.

 — Otorgar permiso de paternidad de cinco días laborables con 
goce de sueldo a los hombres trabajadores, por el nacimiento 
de sus hijos y de igual manera en el caso de la adopción de un 
infante.

 — Cumplir las normas de trabajo aplicables a sus empresas o esta-
blecimientos.

 — Pagar los salarios e indemnizaciones, de conformidad con las 
normas vigentes en la empresa o establecimiento.

 — Proporcionar oportunamente a los trabajadores los útiles, instru-
mentos y materiales necesarios para la ejecución del trabajo, de-
biendo darlos de buena calidad, en buen estado y reponerlos en 
cuanto dejen de ser eficientes, siempre que aquéllos no se hayan 
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comprometido a usar herramienta propia. El patrón no puede 
exigir indemnización alguna por el desgaste natural que sufran 
los útiles, instrumentos y materiales de trabajo.

 — Proporcionar un local seguro para la guarda de los instrumentos 
y útiles de trabajo pertenecientes al trabajador, siempre que de-
ban permanecer en el lugar en que prestan los servicios, sin que 
sea lícito al patrón retenerlos a título de indemnización, garantía 
o cualquier otro.

 — Mantener el número suficiente de asientos o sillas a disposición 
de los trabajadores dependiendo de la naturaleza del trabajo; 
guardar a los trabajadores la debida consideración, absteniéndo-
se de mal trato, de palabra o de obra; expedir cada quince días, a 
solicitud de los trabajadores, una constancia escrita del número 
de días trabajados y del salario percibido.

 — Expedir al trabajador que lo solicite o se separe de la empresa, 
dentro del término de tres días, una constancia escrita relativa 
a sus servicios; conceder a los trabajadores el tiempo necesario 
para el ejercicio del voto en las elecciones populares y para el 
cumplimiento de los servicios de jurados, electorales y censales.

 — Permitir a los trabajadores faltar a su trabajo para desempeñar 
una comisión accidental o permanente de su sindicato o del Es-
tado, siempre que avisen con la oportunidad debida y que el 
número de trabajadores comisionados no sea tal que perjudique 
la buena marcha del establecimiento. El tiempo perdido podrá 
descontarse al trabajador a no ser que lo compense con un tiem-
po igual de trabajo efectivo. Cuando la comisión sea de carác-
ter permanente, el trabajador o trabajadores pueden volver al 
puesto que ocupaban, conservando todos sus derechos, siempre 
y cuando regresen a su trabajo dentro del término de seis años. 
Debe poner en conocimiento del sindicato titular del contrato 
colectivo y de los trabajadores de la categoría inmediata inferior, 
los puestos de nueva creación, las vacantes definitivas y las tem-
porales que deban cubrirse.

 — Establecer y sostener las escuelas “Artículo 123 Constitucional”.
 — Colaborar con las autoridades del trabajo y de educación, a fin 

de lograr la alfabetización de los trabajadores.
 — Hacer por su cuenta, cuando empleen más de cien y menos de 

mil trabajadores, los gastos indispensables para sostener en for-
ma decorosa los estudios técnicos, industriales o prácticos, en 
centros especiales, nacionales o extranjeros, de uno de sus traba-
jadores o de uno de los hijos de éstos, designado en atención a 
sus aptitudes, cualidades y dedicación, por los mismos trabaja-
dores y el patrón. Cuando tengan a su servicio más de mil tra-
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bajadores, los patrones deben sostener tres becarios en las condi-
ciones señaladas. El patrón sólo puede cancelar la beca cuando 
sea reprobado el becario en el curso de un año o cuando observe 
mala conducta; pero en esos casos será sustituido por otro. Los 
becarios que hayan terminado sus estudios deben prestar sus ser-
vicios al patrón que los hubiese becado durante un año, por lo 
menos. Asimismo, proporcionar capacitación y adiestramiento a 
sus trabajadores.

 — Instalar, cumplir y difundir en lugares visibles las medidas de 
higiene y seguridad para prevenir riesgos de trabajo.

 — Proporcionar a sus trabajadores los medicamentos profilácticos 
que determine la autoridad sanitaria en los lugares donde existan 
enfermedades tropicales o endémicas, o cuando exista peligro de 
epidemia.

 — Reservar, cuando la población fija de un centro rural de trabajo 
exceda de doscientos habitantes, un espacio de terreno no menor 
de cinco mil metros cuadrados para el establecimiento de mer-
cados públicos, edificios para los servicios municipales y centros 
recreativos, siempre que dicho centro de trabajo esté a una dis-
tancia no menor de cinco kilómetros de la población más próxi-
ma; proporcionar a los sindicatos, si lo solicitan, en los centros 
rurales de trabajo, un local que se encuentre desocupado para 
que instalen sus oficinas, cobrando la renta correspondiente. Si 
no existe local en las condiciones indicadas, se podrá emplear 
para ese fin cualquiera de los asignados para alojamiento de los 
trabajadores.

 — Hacer las deducciones que soliciten los sindicatos de las cuotas 
sindicales ordinarias y hacer las demás deducciones previstas por 
la ley.

 — Hacer las deducciones de las cuotas para la constitución y fo-
mento de sociedades cooperativas y de cajas de ahorro.

 — Permitir la inspección y vigilancia de las autoridades del trabajo 
en su establecimiento.

 — Contribuir al fomento de las actividades culturales y del deporte 
entre sus trabajadores y proporcionarles los equipos y útiles in-
dispensables.

 — Proporcionar a las mujeres embarazadas la protección que esta-
blezcan los reglamentos, y participar en la integración y funcio-
namiento de las Comisiones que deban formarse en cada centro 
de trabajo, de acuerdo con lo establecido por la LFT.
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8. Prohibiciones para los trabajadores

Queda prohibido a los trabajadores:

 — Ejecutar cualquier acto que pueda poner en peligro su propia 
seguridad, la de sus compañeros de trabajo o la de terceras per-
sonas, así como la de los establecimientos o lugares en que el 
trabajo se desempeñe.

 — Faltar al trabajo sin causa justificada o sin permiso del patrón.
 — Sustraer de la empresa o establecimiento útiles de trabajo o ma-

teria prima o elaborada.
 — Presentarse al trabajo en estado de embriaguez.
 — Presentarse al trabajo bajo la influencia de algún narcótico o 

droga enervante, salvo que exista prescripción médica. Antes de 
iniciar su servicio, el trabajador debe poner el hecho en cono-
cimiento del patrón y presentarle la prescripción suscrita por el 
médico.

 — Portar armas de cualquier clase durante las horas de trabajo, sal-
vo que la naturaleza de éste lo exija. Se exceptúan de esta dispo-
sición las punzantes y punzo-cortantes que formen parte de las 
herramientas o útiles propios del trabajo.

 — Suspender las labores sin autorización del patrón.
 — Hacer colectas en el establecimiento o lugar de trabajo.
 — Usar los útiles y herramientas suministrados por el patrón, para 

objeto distinto de aquél a que están destinados.
 — Hacer cualquier clase de propaganda en las horas de trabajo, 

dentro del establecimiento.
 — Acosar sexualmente a cualquier persona o realizar actos inmora-

les en los lugares de trabajo.

9. Prohibiciones para patrones

Entre las prohibiciones para patrones, o de sus representantes, 
que contempla la legislación laboral se encuentran:

 — Negarse a aceptar trabajadores por razón de origen étnico o na-
cional, género, edad, discapacidad, condición social, condicio-
nes de salud, religión, opiniones, preferencias sexuales, estado 
civil o cualquier otro criterio que pueda dar lugar a un acto dis-
criminatorio.
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 — Exigir que los trabajadores compren sus artículos de consumo en 
tienda o lugar determinado.

 — Exigir o aceptar dinero de los trabajadores como gratificación 
para que se les admita en el trabajo o por cualquier otro motivo 
que se refiera a las condiciones de éste.

 — Obligar a los trabajadores por coacción o por cualquier otro me-
dio, a afiliarse o retirarse del sindicato o agrupación a que perte-
nezcan, o a que voten por determinada candidatura.

 — Intervenir en cualquier forma en el régimen interno del sindica-
to, impedir su formación o el desarrollo de la actividad sindical, 
mediante represalias implícitas o explícitas contra los trabaja-
dores.

 — Hacer o autorizar colectas o suscripciones en los establecimien-
tos y lugares de trabajo.

 — Ejecutar cualquier acto que restrinja a los trabajadores los dere-
chos que les otorgan las leyes.

 — Hacer propaganda política o religiosa dentro del establecimien-
to.

 — Emplear el sistema de poner en el índice a los trabajadores que 
se separen o sean separados del trabajo para que no se les vuelva 
a dar ocupación.

 — Portar armas en el interior de los establecimientos ubicados den-
tro de las poblaciones.

 — Presentarse en los establecimientos en estado de embriaguez o 
bajo la influencia de un narcótico o droga enervante.

 — Realizar actos de hostigamiento y/o acoso sexual contra cual-
quier persona en el lugar de trabajo.

 — Permitir o tolerar actos de hostigamiento y/o acoso sexual en el 
centro de trabajo.

 — Exigir la presentación de certificados médicos de no embarazo 
para el ingreso, permanencia o ascenso en el empleo.

 — Despedir a una trabajadora o coaccionarla directa o indirecta-
mente para que renuncie por estar embarazada, por cambio de 
estado civil o por tener el cuidado de hijos menores.

10. Sanciones para los empleadores

En materia de sanciones, la legislación laboral señala penaliza-
ciones particulares. Tal es el caso de un menor que esté trabajando 
fuera del círculo familiar, cuya sanción es de 1 a 4 años de prisión 
y multa de 250 a 5,000 veces el salario mínimo general; o bien, 
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en el caso de los trabajadores que vayan al extranjero y que hayan 
sido engañados por las agencias de colocación, éstas deberán su-
fragar los gastos de repatriación respectivos.

La imposición de sanciones debe tomar en cuenta varios ele-
mentos:

 — El carácter intencional o no de la acción u omisión constitutiva 
de la infracción.

 — La gravedad de la infracción.
 — Los daños que se hubieren producido o puedan producirse.
 — La capacidad económica del infractor.
 — La reincidencia del infractor. En todos los casos de reincidencia 

se duplicará la multa impuesta.

El carácter intencional o no de la acción u omisión constitutiva 
de la infracción convierten al dolo en un elemento constitutivo 
en la comisión del hecho o acto sancionable. Se trata de un ele-
mento que está en la lógica y detrás de otras ramas del derecho, 
pero que tal vez se aleja de los criterios que históricamente permi-
tieron un esquema sancionatorio en materia de trabajo en donde, 
en principio, todo aquello que sucede en el espacio de trabajo es 
responsabilidad del patrón. Se debe recordar que el origen mismo 
del régimen jurídico de los riesgos de trabajo se apoyaba en la 
idea de la responsabilidad objetiva, la cual pareciera ahora dejarse 
de lado.

Otro factor que debe tomarse en cuenta en la imposición de 
sanciones es la gravedad de la infracción, elemento nada fácil a 
determinar y que supone una escala de valoración para la cual, 
por ahora, la ley no ofrece algún elemento. Por otra parte, se 
encuentra el tema de los daños que se hubieren producido o que 
éstas puedan producirse. En este caso, habrá sin duda situaciones 
en donde se determinen con cierta facilidad, pero en su gran ma-
yoría no es fácil hacerlo; por ejemplo, qué tanto daño se le ocasio-
na a un menor al impedirle ir a cumplir con sus estudios, o qué 
tanto daño se causa a un trabajador al que se le expone a ciertas 
sustancias que potencialmente pueden dañar su salud.

Asimismo, la legislación laboral incorpora el criterio de la ca-
pacidad económica del infractor como otro elemento a conside-



12
N

ue
str

os
 D

er
ec

ho
s

rar en la sanción. Se trata de un elemento explicable y tal vez 
justificable desde un punto de vista económico, pero difícilmen-
te explicable en un sistema de sanciones estrictamente jurídico; 
independientemente de lo difícil que será contar con elementos 
objetivos para medir la capacidad económica del infractor. Esta 
manera de plantear las cosas podría llevarnos a discriminaciones 
en la imposición de las sanciones, o bien, a tener una justicia de 
pobres y otra de ricos. 

Finalmente, la LFT señala, como ya se ha anotado, a la reinci-
dencia como otro factor en la imposición de sanciones, y en esos 
casos la multa que se imponga se duplicará. La LFT define a la 
reincidencia como cada una de las subsecuentes infracciones a un 
mismo precepto, cometidas dentro de los dos años siguientes a 
la fecha del acta en que se hizo constar la infracción precedente, 
siempre que ésta no hubiese sido desvirtuada. Estamos ante una 
forma atípica de conceptuar la reincidencia, ya que se autoriza 
indirectamente a volver a violar las normas laborales, siempre y 
cuando se deje pasar un periodo de dos años. La reincidencia, 
como factor a considerar en las sanciones, debiera ser un elemen-
to determinante en la definición de la sanción, y no estar matiza-
do, e incluso eliminado, por aspectos temporales, como se sugiere 
ahora en la LFT.

Como puede advertirse, la incorporación de estos criterios para 
la imposición de sanciones agrega al sistema sancionatorio laboral 
elementos con un alto grado de subjetividad, que plantean, por 
lo menos, dos implicaciones. La primera, la dificultad que tendrá 
la autoridad que impone las sanciones para definir e identificar, 
en casos concretos, cada uno de los factores que ahora le señala la 
LFT. La segunda, los infractores podrían tener mayores márgenes 
para tratar de controvertir las sanciones que se les impongan, al 
poder cuestionar sistemáticamente que alguno o algunos de los 
factores que ahora señala el artículo 992 no se consideraron en 
la sanción impuesta. Estos elementos pueden hacer nugatorio el 
aumento considerable de los montos de las sanciones por incum-
plimiento de las normas laborales.
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II. Derechos ligados al contrato de trabajo

Todo trabajador que presta un trabajo personal subordinado tiene 
derecho a un contrato de trabajo o a la existencia de una relación 
de trabajo (1). El contrato de trabajo debe cumplir una serie de 
requisitos mínimos (2). Además se debe establecer con claridad si 
se trata de un contrato por tiempo determinado o indeterminado 
(3), si está sujeto a prueba (4), a capacitación inicial (5), si se trata 
de labores discontinuas (6) o si estamos frente a un contrato de 
outsourcing (7).

1. Derecho a un contrato o relación de trabajo

Toda persona física que preste un trabajo personal y subordi-
nado a otra persona tiene derecho a un contrato de trabajo. El 
contrato de trabajo puede ser verbal o escrito.

No importa cómo se llame el contrato de trabajo, lo que im-
porta es que se preste un trabajo personal subordinado, mediante 
el pago de un salario.

En muchas ocasiones los trabajadores simplemente empiezan a 
trabajar con un empleador o se les dice que no se aplica el derecho 
del trabajo en su caso, porque son trabajadores independientes. 
Para prevenir este tipo de abusos o relaciones encubiertas (frau-
dulentas), la LFT contempla la noción de relación laboral, en-
tendida como la prestación de un trabajo personal subordinado a 
una persona, mediante el pago de un salario, independientemente 
del acto que le haya dado origen. Como podemos observar, no 
importa si un trabajador no acuerda la prestación de un trabajo; 
desde que se realiza una actividad subordinada, se debe pagar un 
salario y da lugar a la existencia de una relación de trabajo.

Sin embargo, a veces no sabemos si existe una relación subordi-
nada o no. De manera general, podemos decir que un trabajador es 
independiente (y por lo tanto no se aplica el derecho laboral) cuan-
do realiza sus actividades por iniciativa propia, por su cuenta y se-
gún sus normas, además de prestar su servicios a muchos clientes.

Es el caso de trabajo dependiente o subordinado cuando se 
reciben órdenes sobre cómo, cuándo y dónde se debe prestar el 
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trabajo. El trabajo se sujeta a las normas que dicta un patrón. 
Además, dicho patrón suele ser sólo una persona o empresa.

Es importante señalar que la subordinación laboral tiene sus lí-
mites, ya que se aplica sólo para el trabajo por el cual una persona 
fue contratada; fuera del campo de trabajo, el empleador carece 
de derechos para dirigir las demás actividades del trabajador (en 
su vida personal). Lo que quiere decir que el poder del empleador 
se refiere únicamente a vigilar y dirigir la actividad laboral que ha 
contratado con el trabajador.

También es importante señalar que la subordinación no des-
aparece por el hecho de que el trabajo se preste con ciertas carac-
terísticas especiales, por ejemplo:

 — Cuando el trabajador desempeñe tareas de colaboración o de 
confianza, o cuando tiene una participación económica en la 
empresa, siempre y cuando sus funciones sigan sujetas a las ins-
trucciones del empleador.

 — La subordinación no exige que el trabajo se preste bajo la vigi-
lancia directa del patrón. Muy bien el trabajador puede prestar 
su trabajo desde su casa (trabajo a domicilio) o en la calle, como 
es el caso de los agentes de comercio, es decir, aquellas personas 
que venden un producto o un servicio de una empresa.

 — La subordinación existe, aun en el caso de los que ejercen profe-
siones liberales (médicos, abogados, contadores, etcétera). Si una 
persona, a pesar de su formación profesional, presta su trabajo 
subordinadamente, es decir, sujeto a las órdenes de un patrón, se 
debe aplicar el derecho del trabajo.

Es importante señalar que no importa si hay contrato o no, 
ni el nombre del contrato (de trabajo, de prestación de servicios, 
de colaboración, de promoción, etcétera) ni cómo se le llame al 
trabajador (obrero, comisionista, colaborador, agente, promotor, 
etcétera), lo que importa es lo que ocurre en la práctica o realidad. 
Es decir, cómo realiza su trabajo y si lo cumple obedeciendo las 
órdenes de quien lo ha contratado. Si es así, nos encontramos en 
una relación de subordinación, y en ese sentido se debe aplicar 
el derecho laboral, debiendo contar, además, el trabajador con 
seguridad social.
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2. Contenido mínimo de un contrato de trabajo

Todo contrato de trabajo debe contar con los siguientes ele-
mentos:

 — Nombre, nacionalidad, edad, sexo, estado civil, Clave Única de 
Registro de Población, Registro Federal de Contribuyentes y do-
micilio del trabajador y del patrón.

 — Si la relación de trabajo es para obra o tiempo determinado, por 
temporada, de capacitación inicial o por tiempo indeterminado 
y, en su caso, si está sujeta a un periodo de prueba.

 — El servicio o servicios que deban prestarse, determinados con la 
mayor precisión posible.

 — El lugar o los lugares donde deba prestarse el trabajo.
 — La duración de la jornada.
 — La forma y el monto del salario.
 — El día y el lugar de pago del salario.
 — La indicación de que el trabajador será capacitado o adiestrado 

por la empresa.
 — Otras condiciones de trabajo, tales como días de descanso, vaca-

ciones y demás que acuerden el trabajador y el patrón.

El hecho de que no haya contrato escrito no priva al trabajador 
de los derechos que le otorga la legislación laboral. En todo caso 
será una falta del patrón la no existencia de un contrato escrito. 
Igualmente, si no se determinó la actividad que debe prestar el 
trabajador; su obligación de laborar debe ser compatible con sus 
fuerzas, aptitudes, estado o condición y que sea del mismo tipo 
de los que formen el objeto de la empresa.

3. Derecho a un contrato por tiempo determinado o indeterminado

El ingreso al empleo en nuestro país puede ser por obra o tiem-
po determinado, por temporada o por tiempo indeterminado, y en 
su caso, este último puede estar sujeto a prueba o a capacitación 
inicial. Si el contrato no dice de qué tipo es, se entiende que es por 
tiempo indeterminado. El señalamiento de una obra determinada 
puede estipularse únicamente cuando lo exija su naturaleza.
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Un contrato por tiempo determinado sólo puede existir en los 
siguientes casos:

 — Cuando lo exija la naturaleza del trabajo que se va a prestar.
 — Cuando tenga por objeto sustituir temporalmente a otro traba-

jador.
 — En los demás casos previstos en la LFT (actores, músicos, depor-

tistas profesionales, trabajadores de confianza, etcétera).

La regla en el derecho del trabajo mexicano es que los contra-
tos de trabajo tengan una duración indefinida. Se trata de que un 
trabajador cuente con un trabajo permanente a lo largo de toda 
su vida laboral, para que al final de la misma pueda contar con 
una pensión de vejez o por años trabajados.

4. Derechos en un contrato a prueba

En las relaciones de trabajo por tiempo indeterminado, o cuan-
do excedan de ciento ochenta días, puede establecerse un periodo 
a prueba. Dicho periodo no puede exceder de treinta días, y su 
finalidad es verificar que el trabajador cumple con los requisitos y 
conocimientos necesarios para desarrollar el trabajo.

Excepcionalmente, el periodo de prueba puede extenderse 
hasta ciento ochenta días, cuando se trate de trabajadores para 
puestos de dirección, gerenciales y demás personas que ejerzan 
funciones de dirección o administración en la empresa o estable-
cimiento, de carácter general o para desempeñar labores técnicas 
o profesionales especializadas.

Si al término del periodo de prueba el trabajador no acredi-
ta los requisitos y conocimientos necesarios para desarrollar sus 
labores, a juicio del patrón, de la opinión de la Comisión Mixta 
de Productividad, Capacitación y Adiestramiento (CMCA), así 
como a la naturaleza de la categoría o puesto, se dará por termi-
nada la relación de trabajo, sin responsabilidad para el patrón.

Concluido el contrato a prueba y subsistiendo la relación de tra-
bajo, ésta se considerará por tiempo indeterminado. Se entiende 
también que concluido el contrato a prueba, y no habiendo obser-
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vaciones del empleador sobre el trabajo realizado, el contrato se con-
vierte inmediatamente en un contrato por tiempo indeterminado.

Características del contrato con periodo de prueba:

 — Duración de 30 días o de hasta 180 días. Su continuidad lo con-
vierte en un contrato por tiempo determinado.

 — El trabajador tiene garantizadas sus condiciones generales de tra-
bajo y de seguridad social.

 — Se debe hacer por escrito para garantizar la seguridad social del 
trabajador y sus prestaciones laborales. De no hacerse así se en-
tiende que la relación de trabajo es por tiempo indeterminado. 

 — Es improrrogable.
 — Dentro de una misma empresa o establecimiento no puede apli-

carse al mismo trabajador, en forma simultánea o sucesiva, pe-
riodos de prueba o de capacitación inicial en más de una oca-
sión, ni tratándose de puestos de trabajo distintos, o de ascensos, 
aun cuando concluida la relación de trabajo surja otra con el 
mismo patrón, a efecto de garantizar los derechos de la seguridad 
social del trabajador.

 — El empleador, con la opinión de la Comisión Mixta de Producti-
vidad, Capacitación y Adiestramiento, determinará la continui-
dad del contrato.

5. Derechos en un contrato de capacitación inicial

En una empresa también se puede celebrar un contrato de ca-
pacitación inicial, entendido como aquel por virtud del cual un 
trabajador se obliga a prestar sus servicios subordinados, bajo la 
dirección y mando del patrón, con el fin de que adquiera conoci-
mientos o habilidades necesarios para la actividad para la que vaya 
a ser contratado.

La relación de trabajo para capacitación inicial tiene una dura-
ción máxima de tres meses, o hasta de seis meses cuando se trate 
de trabajadores para puestos de dirección, gerenciales y demás per-
sonas que ejerzan funciones de dirección o administración en la 
empresa, o establecimiento de carácter general, o para desempeñar 
labores que requieran conocimientos profesionales especializados.

Al término de la vigencia establecida, si el trabajador no acredita 
su competencia, a juicio del patrón y de la opinión de la Comisión 
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Mixta de Productividad, Capacitación y Adiestramiento, así como 
a la naturaleza de la categoría o puesto, se puede dar por terminada 
la relación de trabajo, sin responsabilidad para el patrón. Sin em-
bargo, concluido el periodo de capacitación inicial y subsistiendo la 
relación de trabajo, ésta se considerará por tiempo indeterminado.

Características del contrato de trabajo de capacitación inicial:

 — Duración de tres a seis meses. Su continuidad lo convierte en un 
contrato por tiempo determinado.

 — El trabajador tiene garantizadas sus condiciones generales de tra-
bajo y de seguridad social.

 — Se debe hacer por escrito para garantizar la seguridad social del 
trabajador y sus prestaciones laborales. De no hacerse así se en-
tiende que la relación de trabajo es por tiempo indeterminado.

 — Es improrrogable.
 — Dentro de una misma empresa o establecimiento, no puede 

aplicarse al mismo trabajador, en forma simultánea o sucesiva, 
periodos de prueba o de capacitación inicial en más de una oca-
sión. Ni tratándose de puestos de trabajo distintos o de ascensos, 
aun cuando concluida la relación de trabajo surja otra con el 
mismo patrón, a efecto de garantizar los derechos de la seguridad 
social del trabajador.

 — El empleador y la opinión de la Comisión Mixta de Productivi-
dad, Capacitación y Adiestramiento determinarán la continui-
dad del contrato.

6. Derechos en un contrato de labores discontinuas

Las relaciones de trabajo por tiempo indeterminado pueden 
pactarse para labores discontinuas, es decir, cuando los servicios 
requeridos sean para labores fijas y periódicas de carácter discon-
tinuo, en casos de actividades de temporada o que no exijan la 
prestación de servicios toda la semana, el mes o el año. 

Los trabajadores que presten servicios bajo esta modalidad 
tienen los mismos derechos y obligaciones que los trabajadores 
por tiempo indeterminado, en proporción al tiempo trabajado en 
cada periodo.

Es importante señalar que la ley establece que es causa de sus-
pensión temporal de las obligaciones de prestar el servicio y pagar 
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el salario, sin responsabilidad para el trabajador y el patrón, la 
conclusión de la temporada, en el caso de los trabajadores contra-
tados bajo esta modalidad. Teniendo efecto la suspensión, desde 
la fecha de conclusión de la temporada, hasta el inicio de la si-
guiente.

7. Derechos en un contrato de outsourcing o subcontratación

La legislación laboral contempla otro contrato de trabajo, que 
puede ser por tiempo determinado o indeterminado. Este contra-
to se puede incluir en el apartado anterior, pero dada la impor-
tancia del mismo, y a que actualmente millones de contratos se 
encuentran bajo dicha modalidad, hemos decidido dedicarle un 
apartado especial, con el fin de dejar claros los derechos de los 
trabajadores contratados bajo la modalidad de outsourcing, que la 
LFT regula con el término subcontratación.

El trabajo en régimen de outsourcing, o subcontratación, es 
aquel por medio del cual un patrón, denominado contratista, 
ejecuta obras o presta servicios con trabajadores bajo su depen-
dencia, a favor de un contratante, persona física o moral, la cual 
fija las tareas del contratista y lo supervisa en el desarrollo de los 
servicios o la ejecución de las obras contratadas.

El trabajo en régimen de subcontratación debe cumplir las si-
guientes condiciones:

 — No puede abarcar la totalidad de las actividades, iguales o simi-
lares en su totalidad, que se desarrollen en el centro de trabajo.

 — Debe justificarse por su carácter especializado.
 — No puede comprender tareas iguales o similares a las que reali-

zan el resto de los trabajadores al servicio del contratante.
 — El contrato que se celebre entre la persona física o moral que 

solicita los servicios y un contratista debe constar por escrito.

De no cumplirse las anteriores condiciones, el contratante 
es considerado como patrón para todos los efectos establecidos 
en la LFT y respecto a las obligaciones en materia de seguridad 
social.
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Responsabilidad de la empresa contratante. La empresa contra-
tante debe cerciorarse, al momento de celebrar un contrato, que 
la contratista cuente con la documentación y los elementos pro-
pios suficientes para cumplir con las obligaciones que deriven de 
las relaciones con sus trabajadores.

Obligaciones de la empresa contratante y las unidades de verifica-
ción. La empresa contratante debe cerciorarse permanentemente 
que la empresa contratista cumpla con las disposiciones aplicables 
en materia de seguridad, salud y medio ambiente en el trabajo, 
respecto de los trabajadores de esta última. 

La empresa contratante puede cumplir su obligación a través 
de una unidad de verificación debidamente acreditada y aprobada 
por la ley.

Prohibición de la subcontratación. La ley no permite la subcon-
tratación cuando se transfieren de manera deliberada trabajadores 
de la contratante a la subcontratista con el fin de disminuir dere-
chos laborales. A quien utilice el régimen de subcontratación de 
personal en forma dolosa, en términos de la ley, se le impondrá 
una multa de 250 a 5,000 veces el salario mínimo general.

III. Condiciones generales de trabajo

En un contrato laboral, el trabajador tiene derecho a que se le 
respete su jornada de trabajo (1), a conocer sus derechos en caso 
de que se le pague por hora o electrónicamente (2). Igualmente 
tiene derecho a descansar y tomar vacaciones (3), a un salario 
remunerador (4) y que dicho salario sea protegido (5), a recibir 
un aguinaldo (6), a participar en el reparto de utilidades (7) y a 
poder acceder a una vivienda (8). En el caso de las mujeres, a pro-
teger su maternidad (9) y sus derechos como madres trabajadoras 
(10). La legislación laboral también comprende el derecho a una 
licencia de paternidad y adopción (11). De igual manera, un tra-
bajador tiene derecho, por la mera antigüedad en el trabajo (12), 
a la prima de antigüedad (13). Finalmente, un trabajador tiene 
derecho a la capacitación y al adiestramiento (14).
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1. Derecho a una jornada de trabajo

Jornada de trabajo es el tiempo durante el cual el trabajador 
está a disposición del patrón para prestar sus servicios. La anterior 
disposición significa que el trabajador, desde que se encuentra en 
la empresa, está bajo las órdenes del patrón. Si éste, por algún 
motivo, no le proporciona trabajo, o no hay trabajo que realizar 
en la empresa, no significa que el trabajador va dejar de percibir 
su salario, ya que como bien lo establece la legislación laboral, 
está a su disposición durante el tiempo que dure la jornada de 
trabajo.

La jornada de trabajo es de ocho horas al día, y por cada seis 
días de trabajo, el trabajador tiene derecho a un día de descanso 
que también se le paga.

La legislación laboral contempla tres tipos de jornada de tra-
bajo:

 — Jornada diurna. Comprendida entre las seis y las veinte horas. 
Con una duración máxima de ocho horas.

 — Jornada nocturna. Comprendida entre las veinte y las seis horas. 
Con una duración máxima de siete horas.

 — Jornada mixta. Es la que comprende periodos de tiempo de las 
jornadas diurna y nocturna, siempre que el periodo nocturno sea 
menor de tres horas y media, pues si comprende tres y media o 
más, se considerará como jornada nocturna. Con una duración 
máxima de siete horas y media.

En una empresa puede prolongarse la jornada de trabajo por 
circunstancias extraordinarias, sin exceder nunca de tres horas 
diarias ni de tres veces en una semana. En ese caso, las horas de 
trabajo extraordinario se pagarán con un ciento por ciento más 
del salario que corresponda a las horas de la jornada. La prolon-
gación del tiempo extraordinario, que exceda de nueve horas a la 
semana, obliga al patrón a pagar al trabajador el tiempo excedente 
con un doscientos por ciento más del salario que corresponda a 
las horas de la jornada.
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2. Pago por hora y pago electrónico

El patrón y el empleador pueden convenir el pago por cada 
hora de prestación del servicio, siempre y cuando no exceda la 
jornada máxima legal y se respeten los derechos laborales y de se-
guridad social del trabajador. Asimismo, se instituye que cuando 
se establezca el pago por hora, el ingreso que perciban los trabaja-
dores en ningún caso puede ser inferior al que corresponda a una 
jornada diaria. Además, se establece que no importa el tiempo 
que labore un trabajador (una hora u ocho), siempre se debe pa-
gar un salario mínimo.

Previo consentimiento del trabajador, el pago del salario puede 
efectuarse por medio de depósito en cuenta bancaria, tarjeta de 
débito, transferencias electrónicas o cualquier otro medio electró-
nico. Cierto es que se requiere el consentimiento del trabajador, 
sin embargo, normalmente el trabajador se ajusta a la manera en 
que el empleador le paga su salario. Y también se establece con 
claridad que los gastos o costos que se originen por el pago a tra-
vés de medios electrónicos serán cubiertos por el patrón.

3. Derecho a descansar y vacaciones pagadas

La legislación contempla cuatro tipos de descansos para los tra-
bajadores: el descanso durante la jornada de trabajo, el descanso 
semanal, los días de descanso obligatorios y las vacaciones.

El descanso durante la jornada de trabajo. Durante su jornada, 
un trabajador tiene derecho a un descanso de media hora, por 
lo menos. Cuando el trabajador no puede salir del lugar donde 
presta sus servicios durante las horas de reposo o de comidas, el 
tiempo correspondiente le debe ser tomado como tiempo efectivo 
de la jornada de trabajo.

El descanso semanal. Como ya se ha comentado, un trabajador 
tiene derecho a un día de descanso por cada seis de trabajo, con 
goce de salario íntegro. Cuando se trate de empresas que requie-
ran un trabajo continuo, los trabajadores y el patrón pueden fijar, 
de común acuerdo, los días en que los trabajadores deben disfru-
tar del descanso semanal.
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Los trabajadores y el patrón pueden repartir las horas de traba-
jo, a fin de permitir a los primeros el reposo del sábado en la tarde 
o cualquier modalidad equivalente. De ahí que observemos que 
en muchas fábricas el trabajo es de lunes a viernes, repartiéndose 
en esos cinco días el tiempo que se trabajaría el domingo. Tam-
bién es posible que los trabajadores sólo laboren ocho horas al día 
y cinco días a la semana, recibiendo el pago íntegro del día sábado 
y domingo. Los trabajadores no están obligados a prestar servi-
cios en sus días de descanso. Si se quebranta esta disposición, el 
patrón pagará al trabajador, independientemente del salario que 
le corresponda por el descanso, un salario doble por el servicio 
prestado.

La legislación laboral busca que el descanso sea en domingo. Si 
por alguna razón el trabajador tiene que laborar dicho día, tiene 
derecho a una prima adicional de un veinticinco por ciento, por 
lo menos, sobre el salario de los días ordinarios de trabajo.

Días de descanso obligatorios. Son días de descanso obligatorio:

 — El 1o. de enero.
 — El primer lunes de febrero, en conmemoración del 5 de febrero.
 — El tercer lunes de marzo, en conmemoración del 21 de marzo.
 — El 1o. de mayo.
 — El 16 de septiembre.
 — El tercer lunes de noviembre, en conmemoración del 20 de no-

viembre.
 — El 1o. de diciembre de cada seis años, cuando corresponda a la 

transmisión del Poder Ejecutivo Federal.
 — El 25 de diciembre.
 — El que determinen las leyes federales y locales electorales, en el 

caso de elecciones ordinarias, para efectuar la jornada electoral.

Cuando un trabajador preste sus servicios los días de descanso 
obligatorio, tiene derecho a que se le pague, independientemente 
del salario que le corresponda por el descanso obligatorio, un 
salario doble por el servicio prestado.

Vacaciones. Los trabajadores que tienen más de un año de ser-
vicios deben gozar de un periodo anual de vacaciones pagadas, 
que en ningún caso podrá ser inferior a seis días laborables, y que 
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aumentará en dos días laborables, hasta llegar a doce, por cada 
año subsecuente de servicios. Después del cuarto año, el periodo 
de vacaciones aumenta en dos días por cada cinco de servicios.

Las vacaciones se rigen por las siguientes reglas:

 — Los trabajadores deben disfrutar en forma continua de sus días 
de vacaciones.

 — Las vacaciones no pueden compensarse con una remuneración. 
Si la relación de trabajo termina antes de que se cumpla el año 
de servicios, el trabajador tendrá derecho a una remuneración 
proporcionada al tiempo de servicios prestados.

 — Los trabajadores tienen derecho a una prima vacacional no me-
nor de veinticinco por ciento sobre los salarios que les corres-
pondan durante el periodo de vacaciones.

 — Las vacaciones deben concederse dentro de los seis meses si-
guientes al cumplimiento del año de servicios.

Los patrones deben entregar anualmente a sus trabajadores 
una constancia que contenga su antigüedad y, de acuerdo con 
ella, el periodo de vacaciones que les corresponde y la fecha en 
que deben disfrutarlo.

4. Derecho a un salario remunerador

Todo trabajador, por sus servicios prestados, tiene derecho a 
recibir un salario. El cual se entiende como la retribución que 
debe pagar el patrón al trabajador por su trabajo. El salario se 
integra con los pagos hechos en efectivo por cuota diaria, grati-
ficaciones, percepciones, habitación, primas, comisiones, presta-
ciones en especie y cualquier otra cantidad o prestación que se 
entregue al trabajador por su trabajo.

La legislación laboral establece la no discriminación en materia 
salarial, al señalar que: “A trabajo igual, desempeñado en puesto, 
jornada y condiciones de eficiencia también iguales, debe corres-
ponder salario igual”.

Los plazos para el pago del salario nunca podrán ser mayores 
de una semana para las personas que desempeñan un trabajo ma-
terial y de quince días para los demás trabajadores.
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El salario debe ser remunerador y nunca menor al mínimo le-
gal. El salario mínimo es la cantidad menor que debe recibir en 
efectivo el trabajador por los servicios prestados en una jornada 
de trabajo. El salario mínimo deberá ser suficiente para satisfacer 
las necesidades normales de un jefe de familia en el orden mate-
rial, social y cultural, y para proveer a la educación obligatoria 
de los hijos. Además del salario mínimo, la ley contempla los 
salarios profesionales, denominación a la retribución que reciben 
ciertos trabajadores dada la naturaleza de su actividad: cajeras, 
meseros, torneros, reporteros, etcétera.

El salario se puede fijar de diferentes maneras, entre ellas se 
encuentran las siguientes cuatro formas:

 — Unidad de tiempo. El trabajador y el patrón pueden convenir el 
monto, así como el pago por cada hora de prestación de servi-
cio, siempre y cuando no se exceda la jornada máxima legal y 
se respeten los derechos laborales y de seguridad social que co-
rrespondan a la plaza de que se trate. En todo caso, el salario del 
trabajador nunca puede ser inferior al que corresponda a una 
jornada de trabajo.

 — Unidad de obra. El salario se paga de acuerdo a la cantidad del 
trabajo realizado, sin importar el tiempo que se haya inver-
tido para su realización. Cuando el salario se fije por unidad 
de obra, además de especificarse la naturaleza de ésta, se debe 
hacer constar la cantidad y calidad del material, el estado de la 
herramienta y útiles que el patrón proporcione para ejecutar 
la obra, y el tiempo por el que los pondrá a disposición del 
trabajador, sin que pueda exigir cantidad alguna por concepto 
del desgaste natural que sufra la herramienta como consecuen-
cia del trabajo. Además, el salario nunca puede ser inferior al 
mínimo legal.

 — Comisión. El salario depende del número de servicios o produc-
tos vendidos por el trabajador, por lo que el monto del mismo 
puede ser variable. Sin embargo, nunca puede ser inferior al 
mínimo legal.

 — Precio alzado. El salario a precio alzado implica la combinación 
de alguna de las anteriores características.
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5. Defensa del salario

La defensa del salario del trabajador se presenta en tres moda-
lidades: defensa del salario contra el patrón, defensa del salario 
contra los acreedores del trabajador y defensa del salario contra 
los acreedores del patrón:

 — Defensa del salario contra el patrón. La ley laboral prohíbe la exis-
tencia de tiendas de raya. Al respecto, el artículo 123, fracción 
XXVII, señala que es nula la obligación directa o indirecta de 
adquirir los artículos de consumo en tiendas o lugares deter-
minados; obligación de pagar en efectivo y en el lugar donde se 
presta el trabajo; se prohíben las multas; se prohíbe la aplicación 
de descuentos, salvo excepciones, y se prohíbe reducir los sala-
rios. La reducción del salario es causa de rescisión de la relación 
de trabajo y es imputable al patrón; prohibición del pago del sa-
lario en especie y, entre otras, se prohíbe hacer colectas (artículos 
51, 101, 102, 108-110 y 135, fracción VIII, de la LFT).

 — Defensa del salario contra los acreedores del trabajador. La obliga-
ción de pagar el salario directamente al trabajador. El pago debe 
hacerse exclusivamente al trabajador, no a persona distinta, salvo 
el caso de que el trabajador se encuentre imposibilitado para 
efectuar personalmente el cobro, y para ello es necesario que lo 
compruebe; es nula la cesión de salarios; no se puede ceder en 
favor del patrón ni de ninguna otra persona, ni tampoco es per-
misible la inembargabilidad de los salarios de los trabajadores, 
con la sola excepción de la pensión alimenticia.

 — Defensa del salario contra los acreedores del patrón. Cuando el 
empleador se encuentra en problemas económicos frente a sus 
acreedores y esto da pauta a los embargos, suspensión de pagos, 
quiebra o sucesiones. El depositario, interventor, liquidador o 
albacea, estarán obligados a pagar, en el plazo de un mes conta-
do a partir del momento en que se presente cualquiera de estos 
casos, los salarios devengados y reconocidos por la autoridad del 
trabajo. Los derechos de los trabajadores son preferenciales ante 
cualquier otro crédito, por lo que los trabajadores no necesitan 
entrar en concursos de acreedores.

6. Derecho a un aguinaldo

El aguinaldo apareció por primera vez en la LFT de 1970, con 
el objetivo de poder afrontar los gastos extraordinarios de las fes-
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tividades y vacaciones de diciembre. Los trabajadores tienen de-
recho a un aguinaldo anual, equivalente a quince días de salario, 
por lo menos, y que debe pagarse antes del día veinte de diciem-
bre. Los trabajadores que no hayan cumplido el año de servicios, 
independientemente de que se encuentren laborando o no en la 
fecha de liquidación del aguinaldo, tienen derecho a que se les 
pague la parte proporcional del mismo, conforme al tiempo que 
hubieren trabajado.

7. Derecho a la participación de utilidades

Los trabajadores tienen derecho a recibir una parte de las ga-
nancias obtenidas por su patrón en el año anterior, siempre y 
cuando el patrón haya tenido, en el año anterior, un ingreso anual 
declarado al impuesto sobre la renta mayor a $300,000.00.

Los trabajadores tiene derecho a recibir el reparto de utilida-
des, del 1o. de abril al 30 de mayo tratándose de empresas, y del 
1o. de mayo al 29 de junio tratándose de personas físicas.

El derecho al reparto de utilidades es de todos los trabajadores, 
salvo en los siguientes casos:

 — Los trabajadores eventuales que hayan laborado menos de se-
senta días.

 — Los directores, administradores y gerentes generales de una em-
presa.

 — Los trabajadores domésticos.
 — Los socios o accionistas de la empresa.
 — Los prestadores de servicios por honorarios.

También, en algunos casos, las empresas no están obligadas al 
reparto de utilidades, por ejemplo:

 — Las empresas de nueva creación, durante el primer año de fun-
cionamiento.

 — Las empresas de nueva creación, dedicadas a la elaboración de 
un producto nuevo, durante los dos primeros años de funcio-
namiento.

 — Las empresas de industria extractiva, de nueva creación, durante 
el periodo de exploración.
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 — Las instituciones de asistencia privada, reconocidas por las leyes, 
que con bienes de propiedad particular ejecuten actos con fines 
humanitarios de asistencia, sin propósitos de lucro y sin designar 
individualmente a los beneficiarios.

 — El Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) y las institucio-
nes públicas descentralizadas con fines culturales, asistenciales o 
de beneficencia.

8. Derecho a una vivienda

Toda empresa está obligada a proporcionar a los trabajadores 
habitaciones cómodas e higiénicas. Para dar cumplimiento a esta 
obligación, las empresas deberán aportar al Fondo Nacional de la 
Vivienda el cinco por ciento sobre los salarios de los trabajadores 
a su servicio.

El Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Tra-
bajadores (Infonavit) es un organismo público descentralizado de 
carácter social, con personalidad jurídica y patrimonio propio, 
que tiene como objetivo administrar los recursos del Fondo Na-
cional de la Vivienda, cuyo propósito es: establecer y operar un 
sistema de financiamiento que permita a los trabajadores obtener 
crédito barato y suficiente para la adquisición en propiedad de 
habitaciones cómodas e higiénicas, la construcción, reparación, 
ampliación o mejoramiento de sus casas habitación, y el pago de 
pasivos contraídos por los conceptos anteriores, además de coor-
dinar y financiar programas de construcción de habitaciones des-
tinadas a ser adquiridas en propiedad por los trabajadores.

9. Protección de la maternidad

En el derecho laboral mexicano las mujeres disfrutan de los 
mismos derechos y tienen las mismas obligaciones que los hom-
bres. Sin embargo, en materia de maternidad la LFT establece 
una serie de modalidades, a saber:

 — Cuando se ponga en peligro la salud de la mujer, o la del pro-
ducto, ya sea durante el estado de gestación o el de lactancia, y 
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sin que sufra perjuicio en su salario, prestaciones y derechos, no 
se puede utilizar su trabajo en labores insalubres o peligrosas, 
trabajo nocturno industrial, en establecimientos comerciales o 
de servicio después de las diez de la noche, así como en horas 
extraordinarias.

 — En caso de que las autoridades competentes emitan una decla-
ratoria de contingencia sanitaria, conforme a las disposiciones 
aplicables, no podrá utilizarse el trabajo de mujeres en periodos 
de gestación o de lactancia. Las trabajadoras que se encuentren 
en este supuesto no deben sufrir perjuicio en su salario, presta-
ciones y derechos.

10. Derechos de las madres trabajadoras

Las madres trabajadoras tienen los siguientes derechos:

 — Durante el periodo del embarazo no realizarán trabajos que exi-
jan esfuerzos considerables y signifiquen un peligro para su salud 
en relación con la gestación, tales como levantar, tirar o empujar 
grandes pesos, que produzcan trepidación, estar de pie durante 
largo tiempo o que actúen o puedan alterar su estado psíquico 
y nervioso.

 — Disfrutarán de un descanso de seis semanas anteriores y seis pos-
teriores al parto. A solicitud de la trabajadora, previa autoriza-
ción médica y tomando en cuenta la opinión del patrón y la 
naturaleza del trabajo que desempeñe la trabajadora, se podrán 
transferir hasta cuatro de las seis semanas de descanso previas al 
parto para después del mismo. En caso de que los hijos hayan 
nacido con una discapacidad o requieran atención médica hospi-
talaria, el descanso podrá ser de hasta ocho semanas posteriores 
al parto, previa presentación del certificado médico correspon-
diente. Los periodos de descanso anteriores se pueden prorrogar 
el tiempo necesario en el caso de que la mujer trabajadora se 
encuentre imposibilitada para trabajar a causa del embarazo o 
del parto.

 — En caso de adopción de un infante, disfrutarán de un descanso 
de seis semanas con goce de sueldo, posteriores al día en que lo 
reciban.

 — En el periodo de lactancia, hasta por el término máximo de seis 
meses, tienen derecho a dos reposos extraordinarios por día, de 
media hora cada uno, para alimentar a sus hijos, en lugar ade-
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cuado e higiénico que designe la empresa. Cuando esto no sea 
posible, previo acuerdo con el patrón, se puede recudir en una 
hora su jornada de trabajo durante el periodo señalado.

 — Durante los periodos de descanso tienen derecho a su salario ín-
tegro. En los casos de prórroga tienen derecho al cincuenta por 
ciento de su salario por un periodo no mayor de sesenta días.

 — A regresar al puesto que desempeñaban, siempre que no haya 
transcurrido más de un año de la fecha del parto.

 — A que se computen en su antigüedad los periodos pre y postna-
tales.

11. Derecho a una licencia de paternidad y adopción

Los hombres trabajadores tienen derecho a no asistir a su tra-
bajo por el nacimiento de su hijo o en el caso de la adopción de 
un infante.

Los hombres trabajadores tienen derecho a un descanso de 
cinco días laborables a partir del nacimiento de su hijo o de un 
descanso de cinco días posteriores al día en que reciba al infante 
adoptado.

12. Antigüedad en el trabajo

Ciertas prestaciones son otorgadas a los trabajadores después 
de determinado número de meses o años en su trabajo, particu-
larmente en materia de vacaciones, indemnización y jubilación, 
entre otros. Algunos autores señalan que existen dos tipos de an-
tigüedad: una de naturaleza genérica que se obtiene de manera 
acumulativa, día con día, mientras no se extinga el vínculo con-
tractual; y antigüedad de categoría, que se refiere al tiempo en 
que se ha ocupado un oficio o profesión que permite obtener una 
promoción, un ascenso o un puesto vacante. La antigüedad pue-
de beneficiar a los trabajadores de varias maneras, por ejemplo:

 — Cuando la duración de la relación de trabajo tenga una antigüe-
dad mayor de 20 años, el empleador sólo podrá rescindir la re-
lación laboral por alguna de las causas previstas en el artículo 47 
de la LFT, que sea particularmente grave o que haga imposible la 
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continuación del trabajo. Es necesario que el trabajador reincida 
en la falta para que quede sin efecto la protección.

 — Un trabajador con más de 15 años de labores tiene derecho a una 
prima de antigüedad si decide separarse de su trabajo. La prima 
de antigüedad procede en casos de despido injustificado, sin im-
portar el número de años trabajados.

 — Cuando un trabajador despedido opta por la reinstalación en un 
juicio y ésta es procedente, el tiempo que haya durado el juicio 
debe computarse como antigüedad efectiva.

 — La antigüedad permite, en ciertas circunstancias, ocupar una 
plaza vacante o de nueva creación.

El empleador tiene la obligación, a solicitud del trabajador, de 
expedir constancias escritas del número de días trabajados.

13. Derecho a la prima de antigüedad

Los trabajadores, por el tiempo laborado en una empresa, tie-
nen derecho a un pago adicional equivalente a doce días de salario 
por cada año de servicio. En caso de que no se labore el año com-
pleto, se paga la parte proporcional de tiempo trabajado.

El salario que se debe pagar por prima de antigüedad es el que 
perciba el trabajador al momento de su separación, siempre y 
cuando no sea superior al doble del salario mínimo, ya que como 
prima de antigüedad no se pueden pagar más de dos salarios mí-
nimos.

Sin embargo, para poder recibir la prima de antigüedad, el tra-
bajador se debe encontrar en alguno de los siguientes supuestos:

 — Cuando el trabajador se separe voluntariamente de su empleo, 
siempre que haya laborado 15 años o más.

 — Cuando el trabajador se separe del trabajo por causa justificada 
generada por el patrón.

 — Cuando el trabajador sea despedido injustificadamente por su 
patrón.

 — Cuando el trabajador se separe del trabajo por causa justificada 
generada por él mismo.

 — Cuando ocurra la muerte del trabajador. En este caso se paga a 
sus beneficiarios.
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14. Derecho a la capacitación y al adiestramiento

Los patrones tienen la obligación de proporcionar a todos 
los trabajadores, y éstos el derecho a recibir, la capacitación o 
el adiestramiento en su trabajo que le permita elevar su nivel de 
vida, su competencia laboral y su productividad.

Los patrones pueden convenir con los trabajadores en que la 
capacitación o el adiestramiento se proporcionen a éstos dentro 
de la misma empresa o fuera de ella, por conducto de personal 
propio, instructores especialmente contratados, instituciones, es-
cuelas u organismos especializados, o bien mediante adhesión a 
los sistemas generales que se establezcan.

La capacitación o adiestramiento debe impartirse al trabajador 
durante las horas de su jornada de trabajo, salvo que, atendiendo 
a la naturaleza de los servicios, patrón y trabajador convengan 
que podría impartirse de otra manera. En caso de que el traba-
jador desee capacitarse en una actividad distinta a la de la ocu-
pación que desempeñe, la capacitación se realizará fuera de la 
jornada de trabajo.

La capacitación tiene por objeto preparar a los trabajadores de 
nueva contratación y a los demás interesados en ocupar las vacan-
tes o puestos de nueva creación.

El adiestramiento tiene por objeto:

 — Actualizar y perfeccionar los conocimientos y habilidades de los 
trabajadores, y proporcionarles información para que puedan 
aplicar en sus actividades las nuevas tecnologías que los empre-
sarios deben implementar para incrementar la productividad en 
las empresas.

 — Hacer del conocimiento de los trabajadores los riesgos y peligros 
a que están expuestos durante el desempeño de sus labores, así 
como las disposiciones contenidas en el reglamento y las normas 
oficiales mexicanas en materia de seguridad, salud y medio am-
biente de trabajo que les son aplicables, para prevenir riesgos de 
trabajo.

 — Incrementar la productividad.
 — En general, mejorar el nivel educativo, la competencia laboral y 

las habilidades de los trabajadores.
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Los trabajadores a quienes se imparta capacitación o adiestra-
miento están obligados a:

 — Asistir puntualmente a los cursos, sesiones de grupo y demás ac-
tividades que formen parte del proceso de capacitación o adies-
tramiento.

 — Atender las indicaciones de las personas que impartan la capaci-
tación o adiestramiento y cumplir con los programas respectivos.

 — Presentar los exámenes de evaluación de conocimientos y de ap-
titud o de competencia laboral que sean requeridos.

IV. Derechos especiales para trabajadores

La legislación laboral regula de manera específica una serie de 
trabajos que por su naturaleza y las actividades que implican su 
realización, requieren una regulación particular, pero sin alejarse 
de las normas generales del derecho del trabajo. La regulación de 
un trabajo especial puede ser en función de la jornada de trabajo 
(como es el caso de los trabajadores domésticos), los descansos y 
vacaciones (como es el caso de los trabajadores en buques), del 
salario (como es el caso de los trabajadores de tripulaciones aé-
reas) y, en fin, de una serie de reglas particulares, en función de la 
naturaleza de cada trabajo especial.

Entre los trabajadores especiales que regula la LFT se en-
cuentran: los trabajadores menores de edad (1), los trabajadores 
del campo (2), los trabajadores domésticos (3), los trabajadores 
a domicilio (4), los trabajadores en minas (5), los trabajadores 
de confianza (6), los deportistas profesionales (7), los trabajado-
res actores y músicos (8), los trabajadores agentes de comercio y 
otros semejantes (9), los trabajadores de autotransportes (10), los 
trabajadores de las tripulaciones aeronáuticas (11), los trabajado-
res de maniobras de servicio público en zonas bajo jurisdicción 
federal (12), los trabajadores ferrocarrileros (13) y los trabaja-
dores médicos residentes en periodo de adiestramiento en una 
especialidad (14).
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1. Derechos de los trabajadores menores de edad

Los mayores de quince y menores de dieciocho años deben ob-
tener un certificado médico que acredite su aptitud para el traba-
jo. Asimismo, deberán someterse a los exámenes médicos que pe-
riódicamente ordenen las autoridades laborales correspondientes. 
Sin estos requisitos, ningún patrón puede utilizar sus servicios.

Independientemente de lo anterior, queda prohibida la utiliza-
ción del trabajo de los menores de dieciocho años en los siguien-
tes casos:

 — En establecimientos no industriales después de las diez de la 
noche.

 — En expendios de bebidas embriagantes de consumo inmediato, 
cantinas o tabernas y centros de vicio.

 — En trabajos susceptibles de afectar su moralidad o buenas cos-
tumbres.

 — En labores peligrosas o insalubres que, por la naturaleza del tra-
bajo, por las condiciones físicas, químicas o biológicas del medio 
en que se presta, o por la composición de la materia prima que 
se utiliza, sean capaces de actuar sobre la vida, el desarrollo y la 
salud física y mental de los menores.

Para la legislación laboral no se consideran trabajo las activi-
dades que bajo la supervisión, el cuidado y la responsabilidad de 
los padres, tutores o quienes ejerzan la patria potestad, realicen los 
menores de quince años relacionadas con la creación artística, el 
desarrollo científico, deportivo o de talento, la ejecución musi-
cal o la interpretación artística en cualquiera de sus manifesta-
ciones, siempre y cuando se sujeten a las siguientes reglas:

 — La relación establecida con el solicitante deberá constar por es-
crito y contener el consentimiento expreso que en nombre del 
menor manifiesten los padres, tutores o quienes ejerzan la patria 
potestad, así como la incorporación del compromiso que asuma 
el solicitante de respetar a favor del mismo menor los derechos 
que la Constitución, los convenios internacionales y las leyes 
federales y locales reconozcan a favor de la niñez.

 — Las actividades que realice el menor no podrán interferir con su 
educación, esparcimiento y recreación en los términos que esta-
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blezca el derecho aplicable. Tampoco implicarán riesgo para su 
integridad o salud y en todo caso, incentivarán el desarrollo de 
sus habilidades y talentos.

 — Las contraprestaciones que reciba el menor por las actividades 
que realice nunca serán menores a las que por concepto de sa-
lario recibiría un mayor de quince y menor de dieciocho años.

La jornada de trabajo de los menores de dieciséis años no pue-
de exceder de seis horas diarias y debe dividirse en periodos máxi-
mos de tres horas. Entre los distintos periodos de la jornada, de-
ben disfrutar de reposos de una hora, por lo menos.

Queda prohibida, además, la utilización del trabajo de los me-
nores de dieciocho años en horas extraordinarias y en los días 
domingos y de descanso obligatorio. En caso de violación de esta 
prohibición, las horas extraordinarias se deben pagar con un dos-
cientos por ciento más del salario que corresponda a las horas 
de la jornada, y del salario de los días domingos y de descanso 
obligatorio.

En materia de vacaciones, los menores de dieciocho años deben 
disfrutar de un periodo anual de vacaciones pagadas de dieciocho 
días laborables, por lo menos.

Los patrones que tengan a su servicio menores de dieciocho 
años están obligados a:

 — Exigir que se les exhiban los certificados médicos que acrediten 
que están aptos para el trabajo.

 — Llevar y tener a disposición de la autoridad competente, regis-
tros y documentación comprobatoria, en donde se indique el 
nombre y los apellidos, la fecha de nacimiento o la edad de los 
menores de dieciocho años empleados por ellos, clase de trabajo, 
horario, salario y demás condiciones generales de trabajo; asi-
mismo, dichos registros deberán incluir la información corres-
pondiente de aquellos que reciban orientación, capacitación o 
formación profesional en sus empresas.

 — Distribuir el trabajo a fin de que dispongan del tiempo necesario 
para cumplir sus programas escolares.

 — Proporcionarles capacitación y adiestramiento en los términos 
de esta ley.

 — Proporcionar a las autoridades del trabajo los informes que so-
liciten.



36
N

ue
str

os
 D

er
ec

ho
s

2. Derechos de los trabajadores del campo

Los trabajadores del campo son los que ejecutan las labores 
propias de las explotaciones agrícolas, ganaderas, acuícolas, fo-
restales o mixtas, al servicio de un patrón (los trabajadores en 
las explotaciones industriales forestales también se rigen por las 
disposiciones generales de la LFT). Sus condiciones de trabajo se 
deben redactar por escrito. Los trabajadores del campo pueden 
ser permanentes, eventuales o estacionales:

 — Trabajador eventual del campo es aquel que, sin ser permanente 
ni estacional, desempeña actividades ocasionales en el medio ru-
ral, que pueden ser por obra y tiempo determinado.

 — Los trabajadores estacionales del campo o jornaleros son aquellas 
personas contratadas para laborar en explotaciones agrícolas, ga-
naderas, forestales, acuícolas o mixtas, únicamente en determi-
nadas épocas del año, para realizar actividades relacionadas o 
que van desde la preparación de la tierra, hasta la preparación de 
los productos para su primera enajenación, ya sean producidos 
a cielo abierto, en invernadero o de alguna otra manera protegi-
dos, sin que se afecte su estado natural; así como otras de análoga 
naturaleza agrícola, ganadera, forestal, acuícola o mixta. Pueden 
ser contratados por uno o más patrones durante un año, por 
periodos que en ningún caso pueden ser superiores a veintisiete 
semanas por cada patrón.

No se consideran trabajadores estacionales del campo los que 
laboren en empresas agrícolas, ganaderas, forestales, acuícolas o 
mixtas que adquieran productos del campo para realizar activida-
des de empaque, reempaque, exposición, venta o para su trans-
formación a través de algún proceso que modifique su estado na-
tural.

El trabajador estacional o eventual del campo que labore en 
forma continua por un periodo mayor a veintisiete semanas para 
un patrón tiene a su favor la presunción de ser trabajador perma-
nente.

El patrón debe llevar un registro especial de los trabajadores 
eventuales y estacionales que contrate cada año y exhibirlo ante 
las autoridades del trabajo cuando sea requerido para ello.
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Al final de la estación o del ciclo agrícola, el patrón debe pagar 
al trabajador las partes proporcionales que le correspondan por 
concepto de vacaciones, prima vacacional, aguinaldo y cualquier 
otra prestación a la que tenga derecho, y debe entregar una cons-
tancia a cada trabajador en la que se señalen los días laborados y 
los salarios totales devengados.

Los patrones tienen las obligaciones especiales siguientes:

 — Pagar los salarios precisamente en el lugar donde preste el traba-
jador sus servicios y en periodos de tiempo que no excedan de 
una semana.

 — Suministrar gratuitamente a los trabajadores habitaciones ade-
cuadas e higiénicas, así como a sus familiares o dependientes 
económicos que los acompañen y, en su caso, un predio indivi-
dual o colectivo para la cría de animales de corral.

 — Mantener las habitaciones en buen estado, haciendo en su caso 
las reparaciones necesarias y convenientes.

 — Proporcionar a los trabajadores agua potable y servicios sanita-
rios durante la jornada de trabajo.

 — Mantener en el lugar de trabajo medicamentos y material de cu-
ración, así como los antídotos necesarios, a fin de proporcionar 
primeros auxilios a los trabajadores y a sus familiares o depen-
dientes económicos que los acompañen, así como adiestrar al 
personal que los suministre.

 — Proporcionar a los trabajadores y a los familiares que los acom-
pañen asistencia médica o trasladarlos al lugar más próximo en 
el que brinden servicios médicos.

 — Proporcionar gratuitamente al trabajador y a los familiares o 
dependientes económicos que los acompañen medicamentos y 
material de curación en los casos de enfermedades tropicales, 
endémicas y propias de la región; así como pagar a los trabaja-
dores que resulten incapacitados el setenta y cinco por ciento de 
los salarios hasta por noventa días. Los trabajadores estacionales 
disfrutarán de esta prestación por el tiempo que dure la relación 
laboral.

 — Los trabajadores estacionales también deben contar con un se-
guro de vida para sus traslados desde sus lugares de origen a los 
centros de trabajo y posteriormente a su retorno.

 — Permitir a los trabajadores dentro del predio:

 — Tomar de los depósitos acuíferos el agua que necesiten para 
sus usos domésticos y sus animales de corral.
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 — La caza y la pesca, para usos propios, siempre que la ley lo 
permita.

 — El libre tránsito por los caminos y veredas establecidos, 
siempre que no sea en perjuicio de los sembrados y cultivos.

 — Celebrar en los lugares acostumbrados sus fiestas regionales.

 — Fomentar la creación de cooperativas de consumo entre los tra-
bajadores.

 — Fomentar la alfabetización entre los trabajadores y sus familiares.
 — El Estado debe garantizar, en todo momento, el acceso a la edu-

cación básica de los hijos de los trabajadores estacionales del 
campo o jornaleros. La Secretaría de Educación Pública debe 
reconocer los estudios que, en un mismo ciclo escolar, realicen 
los hijos de los trabajadores estacionales del campo o jornaleros, 
tanto en sus lugares de origen como en sus centros de trabajo.

 — Proporcionar a los trabajadores, de forma gratuita, transporte 
cómodo y seguro de las zonas habitacionales a los lugares de tra-
bajo y viceversa. El patrón puede emplear sus propios medios o 
pagar el servicio para que el trabajador haga uso de un trasporte 
público adecuado.

 — Utilizar los servicios de un intérprete cuando los trabajadores no 
hablen español.

 — Brindar servicios de guardería a los hijos de los trabajadores.

Queda prohibido a los patrones:

 — Permitir la entrada a vendedores de bebidas embriagantes.
 — Impedir la entrada a los vendedores de mercancías o cobrarles 

alguna cuota.
 — Impedir a los trabajadores la crianza de animales de corral en el 

predio individual o colectivo destinado a tal fin, a menos que 
ésta perjudique los cultivos o cualquier otra actividad que se rea-
lice en las propias instalaciones del centro de trabajo.

3. Derechos de los trabajadores domésticos

Los trabajadores domésticos son los que prestan los servicios 
de aseo, asistencia y demás, propios o inherentes al hogar de una 
persona o familia. No son trabajadores domésticos y en conse-
cuencia quedan sujetos a las disposiciones generales de la LFT:
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 — Las personas que presten servicios de aseo, asistencia, atención 
de clientes y otros semejantes, en hoteles, casas de asistencia, 
restaurantes, fondas, bares, hospitales, sanatorios, colegios, in-
ternados y otros establecimientos análogos.

 — Los porteros y veladores de los establecimientos señalados en la 
fracción anterior y los de edificios de departamentos y oficinas.

Los trabajadores domésticos que habitan en el hogar donde 
prestan sus servicios deben disfrutar de un descanso diario noc-
turno de por lo menos nueve horas consecutivas, además de un 
descanso mínimo diario de tres horas entre las actividades matu-
tinas y vespertinas.

Salvo lo expresamente pactado, la retribución del doméstico 
comprende, además del pago en efectivo, los alimentos y la habi-
tación. Para la LFT, los alimentos y habitación se estiman equiva-
lentes al cincuenta por ciento del salario que se pague en efectivo.

Los trabajadores domésticos tienen derecho a un descanso se-
manal de día y medio ininterrumpido, preferiblemente en sábado 
y domingo. Mediante acuerdo entre las partes podrá acordarse 
la acumulación de los medios días en periodos de dos semanas, 
pero habrá de disfrutarse de un día completo de descanso en cada 
semana.

En los casos de enfermedad que no sea de trabajo, los patrones 
tienen las obligaciones especiales siguientes:

 — Pagar al trabajador doméstico el salario que le corresponda hasta 
por un mes.

 — Si la enfermedad no es crónica, proporcionarle asistencia médica 
entre tanto se logra su curación o se hace cargo del trabajador 
algún servicio asistencial.

 — Si la enfermedad es crónica y el trabajador ha prestado sus servi-
cios durante seis meses, por lo menos, proporcionarle asistencia 
médica hasta por tres meses, o antes si se hace cargo del trabaja-
dor algún servicio asistencial.

 — Guardar consideración al trabajador doméstico, absteniéndose 
de todo mal trato de palabra o de obra.

 — Proporcionar al trabajador habitación cómoda e higiénica, ali-
mentación sana y suficiente y condiciones de trabajo que asegu-
ren la vida y la salud.
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 — Cooperar para la instrucción general del trabajador doméstico, 
de conformidad con las normas que dicten las autoridades co-
rrespondientes.

 — En caso de muerte, el patrón sufragará los gastos del sepelio.

Los trabajadores domésticos tienen las obligaciones especiales 
siguientes:

 — Guardar al patrón, a su familia y a las personas que concurran 
al hogar donde prestan sus servicios, consideración y respeto.

 — Poner el mayor cuidado en la conservación del menaje de la 
casa.

El trabajador doméstico puede dar por terminada en cualquier 
momento la relación de trabajo, dando aviso al patrón con ocho 
días de anticipación.

El patrón puede dar por terminada la relación de trabajo sin 
responsabilidad, dentro de los treinta días siguientes a la inicia-
ción del servicio, y en cualquier momento, sin necesidad de com-
probar la causa que tenga para ello, pagando la indemnización 
que corresponda.

Los trabajadores domésticos no participan en el reparto de uti-
lidades. Además, los empleadores no están obligados a pagar las 
aportaciones referentes al IMSS y al Infonavit en el caso de los 
trabajadores domésticos.

4. Derechos de los trabajadores a domicilio

Un trabajador a domicilio es una persona que trabaja personal-
mente, o con la ayuda de miembros de su familia, para un patrón, 
ejecutando el trabajo en su domicilio o en un local libremente 
elegido por él, sin vigilancia ni dirección inmediata de quien pro-
porciona el trabajo, y en virtud de lo cual la ley establece derechos 
y obligaciones especiales.

El convenio por medio del cual el patrón vende materias pri-
mas u objetos a un trabajador para que éste los transforme o con-
feccione en su domicilio, y posteriormente los venda al mismo 
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patrón, y cualquier otro convenio u operación semejante, consti-
tuye trabajo a domicilio.

El empleador de trabajadores a domicilio tiene prohibido utili-
zar intermediarios, y en el caso de que existan serán considerados 
como patrones.

Los patrones que den trabajo a domicilio deberán inscribirse 
previamente en el Registro de Patrones de Trabajo a Domicilio, 
en la Inspección del Trabajo de la Secretaría del Trabajo y Previ-
sión Social (STPS). En el registro constará el nombre y el domici-
lio del patrón para el que se ejecutará el trabajo y los demás datos 
que señalen los reglamentos respectivos.

Las condiciones de trabajo se deben hacer constar por escrito. 
Cada una de las partes debe conservar un ejemplar y otro será 
entregado a la Inspección del Trabajo. El escrito debe contener:

 — Nombre, nacionalidad, edad, sexo, estado civil y domicilio del 
trabajador y del patrón.

 — Local donde se ejecutará el trabajo.
 — Naturaleza, calidad y cantidad del trabajo.
 — Monto del salario, fecha, lugar de pago y las demás estipulacio-

nes que convengan las partes.

Dicho escrito debe ser entregado por el patrón dentro de un 
término de tres días hábiles. La Inspección del Trabajo, dentro de 
igual término, debe proceder a la revisión del mismo. En caso 
de que no estuviese ajustado a la ley, dicha institución, dentro de 
tres días, debe hacer a las partes las observaciones correspondien-
tes, a fin de que hagan las modificaciones respectivas. El patrón 
debe presentarlo nuevamente a la misma Inspección del Trabajo. 
También, los patrones están obligados a llevar un libro de registro 
de trabajadores a domicilio, autorizado por la Inspección del Tra-
bajo, en el que constarán los datos siguientes:

 — Nombre, nacionalidad, edad, sexo, estado civil del trabajador y 
domicilio o local donde se ejecute el trabajo.

 — Días y horario para la entrega y recepción del trabajo y para el 
pago de los salarios.

 — Naturaleza, calidad y cantidad del trabajo.
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 — Materiales y útiles que en cada ocasión se proporcionen al traba-
jador, valor de los mismos y forma de pago de los objetos perdi-
dos o deteriorados por culpa del trabajador.

 — Forma y monto del salario, y los demás datos que señalen los 
reglamentos.

Los libros deben estar permanentemente a disposición de la 
Inspección del Trabajo.

Los patrones deben entregar gratuitamente a sus trabajadores 
a domicilio una libreta foliada y autorizada por la Inspección del 
Trabajo, que se denomina libreta de trabajo a domicilio, en la que 
se anotan sus datos y el trabajo que se les proporciona en cada 
ocasión. La falta de libreta no priva al trabajador de los derechos 
que le corresponden.

Los salarios de los trabajadores a domicilio no pueden ser me-
nores que los pagados por trabajos semejantes en la empresa o 
establecimiento para el que se realice el trabajo.

Los patrones tienen las obligaciones especiales siguientes:

 — Fijar las tarifas de salarios en lugar visible de los locales donde 
proporcionen o reciban el trabajo.

 — Proporcionar los materiales y útiles de trabajo en las fechas y 
horas convenidas.

 — Recibir oportunamente el trabajo y pagar los salarios en la forma 
y fechas estipuladas.

 — Hacer constar en la libreta de cada trabajador, al momento de 
recibir el trabajo, las pérdidas o deficiencias que resulten, no pu-
diendo hacerse ninguna reclamación posterior.

 — Proporcionar a los inspectores del Trabajo y a la Comisión Na-
cional de Salarios Mínimos los informes que le soliciten.

Los trabajadores a domicilio tienen las obligaciones especiales 
siguientes:

 — Poner el mayor cuidado en la guarda y conservación de los ma-
teriales y útiles que reciban del patrón.

 — Elaborar los productos de acuerdo con la calidad convenida y 
acostumbrada.

 — Recibir y entregar el trabajo en los días y horas convenidos.
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 — Indemnizar al patrón por la pérdida o deterioro que por su res-
ponsabilidad sufran los materiales y útiles que reciban.

Los trabajadores a domicilio tienen derecho a que se les pague 
el salario del día de descanso obligatorio y a las vacaciones anuales.

El trabajador a domicilio al que se le deje de dar el trabajo tie-
ne derecho a la indemnización o a la reinstalación en su trabajo.

5. Derechos de los trabajadores en minas

La LFT reformada en noviembre de 2012 ha introducido un 
nuevo trabajo especial, el trabajo en las minas de carbón y a todos 
sus desarrollos mineros en cualquiera de las etapas en que se en-
cuentre; ya sea prospección, preparación, exploración y explota-
ción, independientemente del tipo de exploración y explotación 
de que se trate; ya sean minas subterráneas, minas de arrastre, ta-
jos a cielo abierto, tiros inclinados y verticales, así como la extrac-
ción en cualquiera de sus modalidades, llevada a cabo en forma 
artesanal (artículo 343-A).

No obstante, la redacción del artículo es imprecisa, porque pa-
reciera que sólo se refiere al trabajo en minas de carbón y no a 
todo tipo de explotación minera, independientemente del mine-
ral de que se trate, puesto que se habla del trabajo de “minas de 
carbón y a todos sus desarrollos mineros”, y se pudiera entender 
que se habla de desarrollos mineros de carbón. Sin embargo, la 
anterior interpretación limitativa pudiera hacerse extensiva si el 
legislador consideró todo tipo de explotación mineral o si el juz-
gador busca aplicar la norma más favorable a los trabajadores mi-
neros, sin importar el tipo de explotación mineral.

Se impone, además, la obligación de toda empresa de contar 
con un sistema de gestión de seguridad y salud en el trabajo, y 
con un responsable de su funcionamiento, designado por el pa-
trón (artículo 343-B). Asimismo, el patrón está obligado a (ar-
tículo 343-C):

 — Facilitar, y mantener en condiciones higiénicas las instalaciones 
para que sus trabajadores puedan asearse y comer.
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 — Contar, antes y durante la exploración y explotación, con los 
planos, estudios y análisis necesarios para que las actividades se 
desarrollen en condiciones de seguridad, mismos que deben ac-
tualizarse cada vez que exista una modificación relevante en los 
procesos de trabajo.

 — Informar a los trabajadores, de manera clara y comprensible, los 
riesgos asociados a su actividad, los peligros que éstos implican 
para su salud y las medidas de prevención y protección aplicables.

 — Proporcionar el equipo de protección personal necesario, a fin 
de evitar riesgos de trabajo y capacitar a los trabajadores respecto 
de su utilización y funcionamiento.

 — Contar con sistemas adecuados de ventilación y fortificación en 
todas las explotaciones subterráneas, las cuales deben tener dos 
vías de salida, por lo menos, desde cualquier frente de trabajo, 
comunicadas entre sí.

 — Establecer un sistema de supervisión y control adecuados en 
cada turno y frente de trabajo, que permitan garantizar que la 
explotación de la mina se efectúe en condiciones de seguridad.

 — Implementar un registro y un sistema que permitan conocer con 
precisión los nombres de todas las personas que se encuentran 
en la mina, así como mantener un control de entradas y salidas 
de ésta. 

 — Suspender las actividades y disponer la evacuación de los tra-
bajadores a un lugar seguro en caso de riesgo inminente para la 
seguridad y salud de los mismos.

 — No contratar o permitir que se contrate a menores de 18 años.

Los operadores de las concesiones que amparen los lotes mi-
neros deben cerciorarse de que el patrón cumpla con sus obliga-
ciones laborales. Además, los operadores de las concesiones mi-
neras son subsidiariamente responsables, en caso de que ocurra 
un suceso en donde uno o más trabajadores sufran incapacidad 
permanente parcial o total, o la muerte, derivada de dicho suceso.

Se establece el derecho de los trabajadores a negarse a traba-
jar, siempre y cuando la Comisión Mixta de Seguridad e Higiene 
(CMSH) confirme que (artículo 343-D):

 — No cuenten con la debida capacitación y adiestramiento que les 
permita identificar los riesgos a los que están expuestos, la for-
ma de evitar la exposición a los mismos y realizar sus labores en 
condiciones de seguridad.
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 — El patrón no les entregue el equipo de protección personal o no 
los capacite para su correcta utilización.

 — Identifiquen situaciones de riesgo inminente que puedan poner 
en peligro su vida, integridad física o salud, o las de sus compa-
ñeros de trabajo.

Si un empleador niega el acceso de la autoridad laboral, ésta 
puede solicitar el auxilio de la fuerza pública, federal, estatal o 
municipal, para ingresar al centro de trabajo y efectuar sus fun-
ciones de vigilancia en el cumplimiento de la normatividad labo-
ral. La Inspección del Trabajo debe notificar esta circunstancia 
a la autoridad minera para que ésta proceda a la suspensión de 
obras y trabajos mineros.

A los responsables y encargados directos de la operación y su-
pervisión de los trabajos y desarrollos mineros, que con dolo o 
negligentemente omitan implementar las medidas de seguridad 
previstas en la normatividad, y que hayan sido previamente iden-
tificados por escrito en dictamen fundado y motivado de la au-
toridad competente, se les aplicarán las penas siguientes (artículo 
343-E):

 — Multa de hasta 2,000 veces el salario mínimo general vigente en 
el Distrito Federal, cuando por su omisión se produzca un riesgo 
de trabajo que genere a uno o varios trabajadores una incapaci-
dad permanente parcial.

 — Multa de hasta 3,500 veces el salario mínimo general vigente en 
el Distrito Federal, cuando por su omisión se produzca un riesgo 
de trabajo que genere a uno o varios trabajadores una incapaci-
dad permanente total.

6. Derechos de los trabajadores de confianza

Proteger a toda persona que realice actividades de dirección, 
inspección, vigilancia y fiscalización, cuando tenga carácter gene-
ral, y las que se relacionen con trabajos personales del patrón den-
tro de una empresa o establecimiento. La calidad del trabajador 
de confianza depende de la naturaleza de las funciones y no de la 
denominación del puesto.
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Las condiciones de trabajo de los trabajadores de confianza 
deben ser proporcionales a la naturaleza e importancia de los ser-
vicios que presten y no pueden ser inferiores a las que rijan para 
trabajos semejantes dentro de la empresa o establecimiento.

Los trabajadores de confianza no pueden formar parte de los 
sindicatos de los demás trabajadores, ni son tomados en conside-
ración en los recuentos que se efectúen para determinar la ma-
yoría en los casos de huelga, ni pueden ser representantes de los 
trabajadores.

Las condiciones de trabajo contenidas en el contrato colectivo 
que rija en la empresa o establecimiento se pueden extender a los 
trabajadores de confianza, salvo disposición en contrario, consig-
nada en el mismo contrato colectivo.

El patrón puede rescindir la relación de trabajo si existe un 
motivo razonable de pérdida de la confianza, aun cuando coinci-
da con las causas justificadas de rescisión.

7. Derechos de los deportistas profesionales

El deportista profesional es un trabajador que se dedica a algu-
na actividad, ejercicio físico o juego, practicados individualmen-
te o de manera colectiva; particularmente jugadores de futbol, 
béisbol, frontón, box, luchadores y otros semejantes. El trabajo 
de deportistas profesionales cuenta con una regulación particular.

Las relaciones de trabajo pueden ser por tiempo determinado, 
por tiempo indeterminado, para una o varias temporadas o para 
la celebración de uno o varios eventos o funciones. A falta de es-
tipulaciones expresas, la relación será por tiempo indeterminado.

Si vencido el término o concluida la temporada no se estipula 
un nuevo término de duración u otra modalidad, y el trabajador 
continúa prestando sus servicios, la relación continuará por tiem-
po indeterminado.

El salario puede estipularse por unidad de tiempo, para uno o 
varios eventos o funciones, o para una o varias temporadas.

Los deportistas profesionales no pueden ser transferidos a otra 
empresa o club sin su consentimiento, aunque dicha disposición, 
en el caso de los futbolistas, es constantemente violada.
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La prima por transferencia de jugadores debe sujetarse a las 
normas siguientes:

 — La empresa o club dará a conocer a los deportistas profesionales 
el reglamento o cláusulas que la contengan.

 — El monto de la prima se determina por acuerdo entre el deportis-
ta profesional y la empresa o club, y al respecto se deben tomar 
en consideración la categoría de los eventos o funciones, la de 
los equipos, la del deportista profesional y su antigüedad en la 
empresa o club.

 — La participación del deportista profesional en la prima debe ser 
de 25%, por lo menos.

Si el porcentaje fijado es inferior al 50%, se aumenta un 5% 
por cada año de servicios, hasta llegar al 50%, por lo menos.

No viola el principio de igualdad de salarios la disposición que 
estipula salarios distintos para trabajos iguales, por razón de la 
categoría de los eventos o funciones, de la de los equipos o la de 
los jugadores.

Los deportistas profesionales tienen las obligaciones especiales 
siguientes:

 — Someterse a la disciplina de la empresa o club.
 — Concurrir a las prácticas de preparación y adiestramiento en el 

lugar y hora señalados por la empresa o club y concentrarse para 
los eventos o funciones.

 — Efectuar los viajes para los eventos o funciones de conformidad 
con las disposiciones de la empresa o club.

 — Respetar los reglamentos locales, nacionales e internacionales 
que rijan la práctica de los deportes.

Los gastos de transportación, hospedaje y alimentación serán 
por cuenta de la empresa o club.

Queda prohibido a los deportistas profesionales todo mal tra-
to, de palabra o de obra, a los jueces o árbitros de los eventos, a 
sus compañeros y a los jugadores contrincantes.

Son obligaciones especiales de los patrones:

 — Organizar y mantener un servicio médico que practique recono-
cimientos periódicos.

 — Conceder a los trabajadores un día de descanso a la semana.
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 — No es aplicable a los deportistas profesionales el descanso en día 
domingo, y tampoco exigir de los deportistas un esfuerzo excesi-
vo que pueda poner en peligro su salud o su vida.

Son causas especiales de rescisión y terminación de las relacio-
nes de trabajo:

 — La indisciplina grave o las faltas repetidas de indisciplina.
 — La pérdida de facultades.

8. Derechos de los trabajadores actores y músicos

Son trabajadores actores y músicos los que actúan en teatros, 
cines, centros nocturnos o de variedades, circos, radio y televi-
sión, salas de doblaje y grabación, o en cualquier otro local donde 
se transmita o fotografíe la imagen del actor o del músico, o se 
transmita o quede grabada la voz o la música; cualquiera que sea 
el procedimiento que se use. Su actividad constituye un trabajo 
especial.

Las relaciones de trabajo pueden ser por tiempo determinado 
o por tiempo indeterminado, para varias temporadas o para la ce-
lebración de una o varias funciones, representaciones o actuacio-
nes. Si vencido el término que se hubiese fijado subsiste la materia 
del trabajo, la relación no se prorrogará por todo el tiempo que 
perdure dicha circunstancia.

El salario puede fijarse por unidad de tiempo, para una o va-
rias temporadas o para una o varias funciones, representaciones 
o actuaciones. No viola el principio de igualdad de salario la dis-
posición que estipula salarios distintos para trabajos iguales, por 
razón de la categoría de las funciones, representaciones o actua-
ciones, o de la de los trabajadores actores y músicos.

Para la prestación de servicios de los trabajadores actores o mú-
sicos fuera de la República, debe hacerse un anticipo del salario 
por el tiempo contratado de veinticinco por ciento, por lo menos, 
y debe garantizarse el pasaje de ida y regreso. Cuando la naturale-
za del trabajo lo requiera, los patrones estarán obligados a propor-
cionar a los trabajadores actores y músicos camerinos cómodos, 
higiénicos y seguros, en el local donde se preste el servicio.
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9. Derechos de los trabajadores agentes de comercio y otros semejantes

Los agentes de comercio, de seguros, los vendedores, viajantes, 
propagandistas o impulsores de ventas y otros semejantes, son 
trabajadores especiales de la empresa o empresas a las que presten 
sus servicios, cuando su actividad sea permanente, salvo que no 
ejecuten personalmente el trabajo o que únicamente intervengan 
en operaciones aisladas.

El salario a comisión puede comprender una prima sobre el 
valor de la mercancía vendida o colocada, sobre el pago inicial o 
sobre los pagos periódicos, o incluso dos o las tres primas men-
cionadas.

Para determinar el momento en que nace el derecho de los 
trabajadores a percibir las primas se observarán las normas si-
guientes:

 — Si se fija una prima única, en el momento en que se perfeccione 
la operación que le sirva de base.

 — Si se fijan las primas sobre los pagos periódicos, en el momento 
en que éstos se hagan.

Las primas que correspondan a los trabajadores no pueden re-
tenerse ni descontarse si posteriormente se deja sin efecto la ope-
ración que les sirvió de base.

Para determinar el monto del salario diario se toma como base 
el promedio que resulte de los salarios del último año, o del total 
de los percibidos si el trabajador no cumplió un año de servicios.

Los trabajadores no pueden ser removidos de la zona o ruta 
que se les haya asignado sin su consentimiento.

Es causa especial de rescisión de las relaciones de trabajo la 
disminución considerable y reiterada del volumen de las opera-
ciones, salvo que concurran circunstancias justificativas.

10. Derechos de los trabajadores de autotransportes

Las relaciones entre los choferes, conductores, operadores, co-
bradores y demás trabajadores que prestan servicios a bordo de 
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autotransportes de servicio público, de pasajeros, de carga o mix-
tos, foráneos o urbanos, tales como autobuses, camiones, camio-
netas o automóviles, y los propietarios o permisionarios de los 
vehículos, son relaciones de trabajo especiales que quedan sujetas 
a disposiciones particulares.

El salario debe fijarse por día, por viaje, por boletos vendidos 
o por circuito o kilómetros recorridos, y debe consistir en una 
cantidad fija, o en una prima sobre los ingresos o la cantidad que 
exceda a un ingreso determinado, o incluso en dos o más de estas 
modalidades, sin que en ningún caso pueda ser inferior al salario 
mínimo.

Cuando el salario se fije por viaje, los trabajadores tienen dere-
cho a un aumento proporcional en caso de prolongación o retardo 
del término normal del viaje por causa que no les sea imputable.

Los salarios no pueden reducirse si se abrevia el viaje, cual-
quiera que sea la causa. En los transportes urbanos o de circuito, 
los trabajadores tienen derecho a que se les pague el salario en 
los casos de interrupción del servicio por causas que no les sean 
imputables.

No viola el principio de igualdad de salario la disposición que 
estipula salarios distintos para trabajo igual, si éste se presta en 
líneas o servicios de diversa categoría.

Para determinar el salario de los días de descanso se aumentará 
el que perciban por el trabajo realizado en la semana.

El propietario del vehículo y el concesionario o permisionario 
son solidariamente responsables de las obligaciones derivadas de 
las relaciones de trabajo y de la ley.

Los trabajadores tienen las obligaciones especiales siguientes:

 — Tratar al pasaje con cortesía y esmero, y a la carga con precau-
ción.

 — Someterse a los exámenes médicos periódicos que prevengan las 
leyes y demás normas de trabajo.

 — Cuidar el buen funcionamiento de los vehículos e informar al 
patrón de cualquier desperfecto que observen.

 — Hacer durante el viaje las reparaciones de emergencia que per-
mitan sus conocimientos, la herramienta y las refacciones de que 
dispongan. Si no es posible hacer las reparaciones, pero el vehícu-
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lo puede continuar circulando, conducirlo hasta el poblado más 
próximo o hasta el lugar señalado para su reparación.

 — Observar los reglamentos de tránsito y las indicaciones técnicas 
que dicten las autoridades o el patrón.

Los patrones tienen las obligaciones especiales siguientes:

 — En los transportes foráneos, pagar los gastos de hospedaje y ali-
mentación de los trabajadores cuando se prolongue o retarde el 
viaje por causa que no sea imputable a éstos.

 — Hacer las reparaciones para garantizar el buen funcionamiento 
del vehículo y la seguridad de trabajadores, usuarios y público 
en general.

 — Dotar a los vehículos de la herramienta y refacciones indispensa-
bles para las reparaciones de emergencia.

 — Observar las disposiciones de los reglamentos de tránsito sobre 
condiciones de funcionamiento y seguridad de los vehículos.

Son causas especiales de rescisión de las relaciones de trabajo:

 — La negativa a efectuar el viaje contratado o su interrupción sin 
causa justificada. Será considerada, en todo caso, causa justifica-
da la circunstancia de que el vehículo no reúna las condiciones 
de seguridad indispensables para garantizar la vida de trabajado-
res, usuarios y público en general.

 — La disminución considerable y reiterada del volumen de ingre-
sos, salvo que concurran circunstancias justificadas.

11. Derechos de los trabajadores de las tripulaciones aeronáuticas

Son considerados trabajadores especiales de las tripulaciones 
aeronáuticas: el piloto al mando de la aeronave (comandante o 
capitán), los oficiales que desarrollen labores análogas, el nave-
gante y los sobrecargos. La legislación laboral mexicana, con cier-
to arcaísmo, establece que los tripulantes deben ser mexicanos 
por nacimiento y no deben adquirir otra nacionalidad.

Son considerados representantes del patrón, por la naturaleza 
de las funciones que desempeñan, los gerentes de operación o su-
perintendentes de vuelos, jefes de adiestramiento, jefes de pilotos, 
pilotos instructores o asesores, y cualesquiera otros funcionarios 
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que, aun cuando tengan diversas denominaciones de cargos, rea-
licen funciones análogas a las anteriores.

El piloto al mando de una aeronave es responsable de la conduc-
ción y seguridad de la misma durante el tiempo efectivo de vuelo, y 
tiene a su cargo la dirección, el cuidado, el orden y la seguridad de la 
tripulación, de los pasajeros, del equipaje y de la carga y correo que 
aquélla transporte. Las responsabilidades y atribuciones que confiere 
a los comandantes la Ley de Vías Generales de Comunicación y sus 
reglamentos no podrán ser reducidas ni modificadas por el ejercicio 
de los derechos y obligaciones que les corresponden conforme a las 
normas de trabajo.

Para la determinación de las jornadas de trabajo se considerarán 
las tablas de salida y puesta del sol, con relación al lugar más cer-
cano en que se encuentre la aeronave en vuelo.

Por tiempo efectivo de vuelo se entiende el comprendido desde 
que una aeronave comienza a moverse por su propio impulso, o es 
remolcada para tomar posición de despegue, hasta que se detiene 
al terminar el vuelo. El tiempo total de servicios que deben prestar 
los tripulantes, considerando el equipo que se utilice, se fijará en el 
contrato de trabajo y comprenderá solamente el tiempo efectivo de 
vuelo, el de ruta y el de servicios de reserva, sin que pueda exceder 
de ciento ochenta horas mensuales. El tiempo efectivo de vuelo 
que mensualmente pueden trabajar los tripulantes se fijará en los 
contratos de trabajo, tomando en consideración las características 
del equipo que se utilice, sin que pueda exceder de noventa horas. 
Las jornadas de los tripulantes se ajustan a las necesidades del ser-
vicio y podrán principiar a cualquier hora del día o de la noche.

Los tripulantes no podrán interrumpir un servicio de vuelo 
durante su trayecto por vencimiento de la jornada de trabajo. En 
caso de que alcancen el límite de su jornada durante el vuelo o en 
un aeropuerto que no sea el de destino final, tienen la obligación 
de terminarlo si no requiere más de tres horas. Si requiere mayor 
tiempo, serán relevados o suspenderán el vuelo en el aeropuerto 
más próximo del trayecto.

Cuando por necesidades del servicio los tripulantes excedan su 
tiempo total de servicios, percibirán por cada hora extra cien por 
ciento más del salario correspondiente.
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Los tripulantes tienen derecho a un periodo anual de vacacio-
nes de treinta días de calendario, no acumulables. Este periodo 
puede disfrutarse semestralmente en forma proporcional, y se au-
mentará un día por cada año de servicios sin que exceda de sesen-
ta días de calendario.

No viola el principio de igualdad de salario la disposición que 
estipula salarios distintos para trabajo igual, si éste se presta en 
aeronaves de diversa categoría o en diferentes rutas, y la que esta-
blezca primas de antigüedad.

Los patrones tienen las obligaciones especiales siguientes:

 — Proporcionar alimentación, alojamiento y transportación a los 
tripulantes por todo el tiempo que permanezcan fuera de su base 
por razones del servicio.

 — Pagar a los tripulantes los gastos de traslado, incluyendo los del 
cónyuge y familiares de primer grado que dependan económica-
mente de ellos, del menaje de casa y efectos personales, cuando 
sean cambiados de su base de residencia. El monto de estos gas-
tos se fijará de común acuerdo.

 — Repatriar o trasladar al lugar de contratación a los tripulantes 
cuya aeronave se destruya o inutilice fuera de ese lugar, pagán-
doles sus salarios y los gastos de viaje.

 — Conceder permisos, siempre que no se ponga en peligro la segu-
ridad de la aeronave o se imposibilite su salida en la fecha y hora 
previamente señaladas.

Los tripulantes, en la medida que les corresponda, tienen las 
obligaciones especiales siguientes:

 — Cuidar que en las aeronaves a su cargo no se transporten pasaje-
ros o efectos ajenos a los intereses del patrón sin el cumplimiento 
de los requisitos correspondientes, ni artículos prohibidos por 
la ley, a menos que se cuente con el permiso de las autoridades 
correspondientes.

 — Conservar vigentes sus licencias, pasaportes, visas y documentos 
que se requieran legalmente para el desempeño de su trabajo.

 — Presentarse a cubrir los servicios que tengan asignados con la 
anticipación y en la forma que establezcan su contrato y el regla-
mento interior de trabajo, salvo causa justificada.
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 — Someterse, cuando menos dos veces al año, a los exámenes mé-
dicos periódicos que prevengan las leyes, los reglamentos y los 
contratos de trabajo.

 — Someterse a los adiestramientos que establezca el patrón, según 
las necesidades del servicio, a fin de conservar o incrementar 
su eficiencia para ascensos o utilización de equipo con nuevas 
características técnicas y operar éste al obtener la capacidad re-
querida.

 — Planear, preparar y realizar cada vuelo con estricto apego a las le-
yes, reglamentos y demás disposiciones dictadas o aprobadas por 
la Secretaría de Comunicaciones y Transportes y por el patrón.

 — Cerciorarse, antes de iniciar un viaje, de que la aeronave satisface 
los requisitos legales y reglamentarios, las condiciones necesarias 
de seguridad, y que ha sido debidamente equipada, aprovisiona-
da y avituallada.

 — Observar las indicaciones técnicas que en materia de seguridad 
de tránsito aéreo boletine el patrón o dicten las autoridades res-
pectivas en el aeropuerto base o en las estaciones foráneas.

 — Dar aviso al patrón y, en su caso, a las autoridades competentes, 
utilizando los medios de comunicación más rápidos de que dis-
pongan, en caso de presentarse en vuelo cualquier situación de 
emergencia, o cuando ocurra un accidente.

 — Efectuar vuelos de auxilio, búsqueda o salvamento en cualquier 
tiempo y lugar que se requiera.

 — Tratándose de los pilotos al mando de la aeronave, anotar en la 
bitácora, con exactitud y bajo su responsabilidad, los datos exigi-
dos por las disposiciones legales relativas y hacer, cuando proce-
da, la distribución del tiempo de servicio de los demás miembros 
de la tripulación.

 — Rendir los informes, formular las declaraciones y manifestacio-
nes y firmar la documentación que en relación con cada vuelo 
exijan las leyes, reglamentos y demás disposiciones aplicables.

 — Poner en conocimiento del patrón, al terminar el vuelo, los de-
fectos mecánicos o técnicos que adviertan o presuman que exis-
ten en la aeronave.

Es causa especial de suspensión de las relaciones de trabajo, 
sin responsabilidad para el patrón, la suspensión transitoria de las 
licencias respectivas, de los pasaportes, visas y demás documentos 
exigidos por las leyes nacionales y extranjeras cuando sea impu-
table al tripulante.
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12. Derechos de los trabajadores de maniobras de servicio público 
      en zonas bajo jurisdicción federal

Protege a aquellos que realizan maniobras de servicio público 
de carga, descarga, estiba, desestiba, alijo, chequeo, atraque, ama-
rre, acarreo, almacenaje y transbordo de carga y equipaje, que se 
efectúen a bordo de buques o en tierra, en los puertos, vías nave-
gables, estaciones de ferrocarril y demás zonas bajo jurisdicción 
federal, que se desarrollen en lanchas para prácticos, y los trabajos 
complementarios o conexos. Su actividad es un trabajo especial.

En los contratos colectivos se determinan las maniobras objeto 
de los mismos y se distinguen de las que correspondan a otros 
trabajadores.

Son patrones las empresas navieras y las de maniobras, los ar-
madores y fletadores, los consignatarios, los agentes aduanales y 
demás personas que ordenen los trabajos.

El salario puede fijarse por unidad de tiempo, por unidad de 
obra, por peso de los bultos o de cualquier otra manera. Si in-
tervienen varios trabajadores en una maniobra, el salario se dis-
tribuirá entre ellos de conformidad con sus categorías y en la 
proporción en que participen. El pago hecho a organizaciones, 
cualquiera que sea su naturaleza, o a intermediarios, para que a su 
vez hagan el pago a los trabajadores, no libera de responsabilidad 
a los patrones.

Los trabajadores tienen derecho a que el salario diario se au-
mente en un dieciséis sesenta y seis por ciento como salario del 
día de descanso. Asimismo, se aumenta el salario diario, en la pro-
porción que corresponda, para el pago de vacaciones.

13. Derechos de los trabajadores ferrocarrileros

La ley laboral regula el trabajo de los ferrocarrileros como un 
trabajo especial. La ley señala que los trabajadores ferrocarrileros 
deberán ser mexicanos. En los contratos colectivos se puede esti-
pular que los trabajadores trenistas presten sus servicios sobre la 
base de viajes en una sola o en dos direcciones.
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Cuando un trabajador esté próximo a cumplir los términos de 
jubilación determinados en los contratos colectivos, la relación de 
trabajo sólo podrá rescindirse por causas particularmente graves 
que hagan imposible su continuación, de conformidad con las 
disposiciones contenidas en los contratos colectivos.

Los trabajadores que hayan sido separados por reducción de 
personal o de puestos, aun cuando reciban las indemnizaciones 
que en derecho procedan, seguirán conservando los derechos 
que hayan adquirido antes de su separación, para regresar a sus 
puestos si vuelven a crearse, y también para que se les llame al 
servicio en el ramo de trabajo de donde salieron, siempre que 
continúen perteneciendo a los sindicatos que celebraron los con-
tratos colectivos.

Las jornadas de los trabajadores se ajustarán a las necesidades 
del servicio y podrán principiar en cualquier hora del día o la 
noche.

No viola el principio de igualdad de salario la fijación de sala-
rios distintos para trabajo igual, si éste se presta en líneas o rama-
les de diversa importancia.

Son causas especiales de rescisión de las relaciones de trabajo:

 — La recepción de carga o pasaje fuera de los lugares señalados por 
la empresa para estos fines.

 — La negativa a efectuar el viaje contratado o su interrupción sin 
causa justificada.

14. Derechos de los trabajadores médicos residentes en periodo 
      de adiestramiento en una especialidad

Los médicos residentes realizan un trabajo especial. Son dere-
chos especiales de los médicos residentes:

 — Disfrutar de las prestaciones que sean necesarias para el cumpli-
miento de la residencia.

 — Ejercer su residencia hasta concluir su especialidad, siempre que 
cumplan con sus obligaciones.
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Son obligaciones especiales del médico residente:

 — Cumplir la etapa de instrucción académica y el adiestramiento, 
de acuerdo con el programa docente académico que esté vigente 
en la unidad médica receptora de residentes.

 — Acatar las órdenes de las personas designadas para impartir el 
adiestramiento o para dirigir el desarrollo del trabajo, en lo con-
cerniente a aquél y a éste.

 — Cumplir las disposiciones internas de la unidad médica recep-
tora de residentes de que se trate, en cuanto no contraríen las 
contenidas en la LFT.

 — Asistir a las conferencias de teoría, sesiones clínicas, anatomo-
clínicas, clinicorradiológicas, bibliográficas y demás actividades 
académicas que se señalen como parte de los estudios de espe-
cialización.

 — Permanecer en la unidad médica receptora de residentes, en los 
términos de la ley laboral.

 — Someterse y aprobar los exámenes periódicos de evaluación de 
conocimientos y destreza adquiridos, de acuerdo con las dispo-
siciones académicas y normas administrativas de la unidad co-
rrespondiente.

Dentro del tiempo que el médico residente deba permanecer 
en la unidad médica receptora de residentes, conforme a las dis-
posiciones docentes respectivas, quedan incluidos la jornada la-
boral junto al adiestramiento en la especialidad, tanto en relación 
con pacientes como en las demás formas de estudio o práctica, y 
los periodos para disfrutar de reposo e ingerir alimentos.

La relación de trabajo es por tiempo determinado, no menor 
de un año ni mayor del periodo de duración de la residencia ne-
cesaria para obtener el certificado de especialización correspon-
diente.

Son causas adicionales especiales de rescisión de la relación de 
trabajo, sin responsabilidad para el patrón:

 — El incumplimiento de sus obligaciones especiales.
 — La violación de las normas técnicas o administrativas necesarias 

para el funcionamiento de la unidad médica receptora de resi-
dentes en la que se efectúe la residencia.
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 — La comisión de faltas a las normas de conducta propias de la pro-
fesión médica, consignadas en el reglamento interior de trabajo 
de la unidad médica receptora de residentes.

Son causas adicionales de terminación de la relación de trabajo:

 — La conclusión del programa de especialización.
 — La supresión académica de estudios de la especialidad en la rama 

de la medicina que interesa al médico residente.

Las disposiciones especiales para los médicos residentes no son 
aplicables a aquellas personas que exclusivamente reciben cursos 
de capacitación o adiestramiento, como parte de su formación 
profesional, en las instituciones de salud.

V. Derechos en caso de renuncia o despido 
    del trabajador

Un trabajador tiene una serie de derechos en caso de que decida 
renunciar a su trabajo (1). Igualmente, tiene derecho a un aviso 
de despido (2) y derechos en caso de despido injustificado (3). Así 
como a una indemnización por despido injustificado cuando no 
es posible el regreso al trabajo (4).

1. Derechos en caso de renuncia del trabajador

El trabajador tiene derecho de separarse de la empresa cuando 
así lo considere adecuado, es decir, de dar por terminada volun-
tariamente la relación de trabajo que lo ligue con un patrón. En 
caso de renuncia, el trabajador tiene derecho al pago de:

 — Salarios correspondientes a los días laborados y no pagados.
 — Parte proporcional de aguinaldo.
 — Parte proporcional de vacaciones.
 — Parte proporcional de prima vacacional.
 — Parte proporcional de participación de utilidades adeudadas.
 — Prima de antigüedad cuando haya laborado más de15 años.
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2. Derecho a un aviso de despido

El patrón que despida a un trabajador debe señalar por escrito 
y con claridad la conducta o conductas que motivan la rescisión, 
así como la fecha o fechas en que se cometieron. Asimismo, debe 
entregar el aviso personalmente al trabajador en el momento del 
despido, o bien, comunicarlo a la Junta de Conciliación y Arbi-
traje competente, dentro de los cinco días hábiles siguientes. El 
patrón tiene la obligación de entregar a la Junta competente el 
último domicilio que tenga registrado del trabajador, a fin de que 
la autoridad le notifique de forma personal.

Al respecto se pudiera entender que mientras el trabajador no 
reciba la notificación personal de la Junta, no se puede considerar 
que haya sido despedido. Lo anterior se puede reafirmar con el 
párrafo agregado al artículo 47, el cual establece que la prescrip-
ción para ejercer las acciones derivadas del despido no comienzan 
a correr sino hasta que el trabajador reciba personalmente el aviso 
de rescisión. Además, agrega que la falta de aviso al trabajador 
personalmente, o por conducto de la Junta, implica la separación 
no justificada y, en consecuencia, la nulidad del despido.

3. Derechos en caso de despido injustificado: indemnización 
    o derecho a regresar a trabajar

Un trabajador sólo puede ser despedido de su trabajo cuando 
existe una de las siguientes causas:

 — Cuando el trabajador, o el sindicato que lo hubiese propuesto o 
recomendado al patrón, den certificados falsos o referencias en 
los que se atribuyan al trabajador capacidad, aptitudes o facul-
tades de que carezca. Esta causa de rescisión deja de tener efecto 
después de treinta días de prestar sus servicios el trabajador.

 — Incurrir el trabajador, durante sus labores, en faltas de probi-
dad u honradez, en actos de violencia, amagos, injurias o malos 
tratamientos en contra del patrón, sus familiares o del personal 
directivo o administrativo de la empresa o establecimiento, o 
en contra de clientes y proveedores del patrón, salvo que medie 
provocación o que obre en defensa propia.
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 — Cuando el trabajador cometa contra alguno de sus compañeros 
cualquiera de los actos enumerados en el punto anterior, y si 
como consecuencia de ellos se altera la disciplina del lugar en 
que se desempeña el trabajo.

 — Cuando el trabajador cometa, fuera del servicio, contra el pa-
trón, sus familiares o personal directivo administrativo, alguno 
de los actos a que se refiere el segundo punto, si son de tal ma-
nera graves que hagan imposible el cumplimiento de la relación 
de trabajo.

 — Cuando el trabajador ocasione, intencionalmente, perjuicios 
materiales durante el desempeño de las labores o con motivo de 
ellas, en los edificios, obras, maquinaria, instrumentos, materias 
primas y demás objetos relacionados con el trabajo.

 — Cuando el trabajador ocasione los perjuicios de que habla el 
punto anterior, siempre que sean graves, sin dolo pero con negli-
gencia tal, que ella sea la causa única del perjuicio.

 — Si el trabajador compromete, por una imprudencia o descuido 
inexcusable, la seguridad del establecimiento o de las personas 
que se encuentren en él.

 — Si el trabajador comete actos inmorales o de hostigamiento y/o 
acoso sexual contra cualquier persona en el establecimiento o 
lugar de trabajo.

 — Si el trabajador revela secretos de fabricación o da a conocer 
asuntos de carácter reservado, con perjuicio de la empresa.

 — Cuando el trabajador tenga más de tres faltas de asistencia en 
un periodo de treinta días, sin permiso del patrón o sin causa 
justificada.

 — Cuando el trabajador desobedezca al patrón o a sus representan-
tes, sin causa justificada, siempre que se trate del trabajo con-
tratado.

 — Cuando el trabajador se niegue a adoptar las medidas preventi-
vas o a seguir los procedimientos indicados para evitar acciden-
tes o enfermedades.

 — Cuando el trabajador concurra a sus labores en estado de em-
briaguez o bajo la influencia de algún narcótico o droga ener-
vante, salvo que, en este último caso, exista prescripción médica. 
Antes de iniciar su servicio, el trabajador debe poner el hecho 
en conocimiento del patrón y presentar la prescripción suscrita 
por el médico.

 — La existencia de sentencia ejecutoriada que imponga al trabaja-
dor una pena de prisión, que le impida el cumplimiento de la 
relación de trabajo.
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 — La falta de documentos que exijan las leyes y reglamentos, ne-
cesarios para la prestación del servicio cuando sea imputable al 
trabajador, desde la fecha en que el patrón tenga conocimiento 
del hecho, hasta por un periodo de dos meses.

 — Las análogas a las establecidas en las fracciones anteriores, de 
igual manera graves y de consecuencias semejantes en lo que al 
trabajo se refiere.

En caso de no presentarse alguna de las anteriores causas, el 
trabajar tiene derecho a alguna de las siguientes dos acciones:

Indemnización constitucional, consistente en el pago de tres 
meses de salario integrado y el pago de las siguientes prestaciones:

 — Salarios de los días laborados y no pagados.
 — Parte proporcional de aguinaldo.
 — Parte proporcional de vacaciones.
 — Parte proporcional de prima vacacional.
 — Parte proporcional de participación de utilidades adeudadas.
 — Prima de antigüedad.
 — Salarios vencidos (en caso de haber juicio y el trabajador lo haya 

ganado).

Los salarios vencidos aparecen cuando en un juicio el patrón 
no comprueba la causa del despido. El trabajador tiene derecho, 
además de cualquiera que hubiese sido la acción intentada (in-
demnización de tres meses o reinstalación), a que se le paguen los 
salarios vencidos computados desde la fecha del despido hasta por 
un periodo máximo de doce meses.

En caso de que pasen los doce meses sin haber concluido el 
juicio laboral, o sin haber dado cumplimiento a la sentencia, se 
pagarán también al trabajador los intereses que se generen sobre 
el importe de quince meses de salario, a razón del dos por ciento 
mensual, capitalizable al momento del pago.

Derecho a regresar al trabajo (reinstalación) en las mismas con-
diciones en que prestaba sus servicios hasta antes del despido. 
Además del pago de:

 — Salarios de los días laborados y no pagados.
 — Aguinaldo.
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 — Vacaciones.
 — Prima vacacional.
 — Participación de utilidades adeudadas.
 — Reconocimiento de antigüedad del tiempo que permanezca se-

parado.
 — Salarios vencidos (en caso de haber juicio y el trabajador lo haya 

ganado).
 — Aportaciones de seguridad social no pagadas.

4. Derecho a una indemnización por despido injustificado 
    cuando no es posible el regreso al trabajo

Cabe señalar que el patrón queda eximido de la obligación de 
reinstalar al trabajador mediante el pago de una indemnización:

 — Cuando se trate de trabajadores que tengan una antigüedad me-
nor de un año.

 — Si comprueba ante la Junta de Conciliación y Arbitraje que el 
trabajador, por razón del trabajo que desempeña o por las carac-
terísticas de sus labores, está en contacto directo y permanente 
con él y la Junta estima, tomando en consideración las circuns-
tancias del caso, que no es posible el desarrollo normal de la 
relación de trabajo.

 — En los casos de trabajadores de confianza.
 — En el servicio doméstico.
 — Cuando se trate de trabajadores eventuales.

Sólo en estos casos se puede pagar una indemnización; ante 
la imposibilidad del trabajador de regresar a laborar. Asimismo, 
la indemnización a pagar es diferente, según nos encontremos 
frente a un contrato por tiempo determinado o uno por tiempo 
indeterminado:

 — Si la relación de trabajo fuere por tiempo determinado, menor 
de un año, en una cantidad igual al importe de los salarios de la 
mitad del tiempo de servicios prestados; si excediera de un año, 
en una cantidad igual al importe de los salarios de seis meses por 
el primer año y de veinte días por cada uno de los años siguientes 
en que hubiese prestado sus servicios.
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 — Si la relación de trabajo fuere por tiempo indeterminado, la in-
demnización consistirá en veinte días de salario por cada uno de 
los años de servicios prestados.

 — Además del importe de tres meses de salario y el pago de los sa-
larios vencidos e intereses.

VI. Acciones de los trabajadores y de los empleadores

En materia laboral sólo se reglamentan la prescripción extintiva 
o negativa, en la cual se extingue o se pierde un derecho por no 
ejercitarse.

Para los efectos de la prescripción, los meses se regularán por 
el número de días que le correspondan. El primer día se contará 
completo, aun cuando no lo sea, pero el último debe ser com-
pleto, y cuando sea feriado no se tendrá por completa la pres-
cripción, sino cumplido el primer día siguiente. Por otro lado, la 
prescripción sólo opera por vía de excepción, es decir, no opera 
de oficio.

La LFT contempla acciones imprescriptibles (1), que prescriben 
en un mes (2), en dos meses (3), en un año (4) y en dos años (5).

1. Acciones imprescriptibles

Existen acciones que se pueden ejercer en todo momento, es 
decir, son imprescriptibles. Es el caso de los trabajadores incapa-
ces mentales, mientras no se haya discernido su tutela conforme 
a la ley, y en el caso de los trabajadores incorporados al servicio 
militar en tiempo de guerra (artículo 520 de la LFT). Cabe seña-
lar también que el pago de salarios es un derecho imprescriptible 
de los trabajadores.

2. Acciones que prescriben en un mes

Hay dos supuestos en que las acciones prescriben en un mes. 
En primer lugar, las acciones de los empleadores para despedir 
a los trabajadores, para disciplinar sus faltas y para efectuar des-
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cuentos en sus salarios. La prescripción corre a partir, respectiva-
mente, del día siguiente a la fecha en que se tenga conocimiento 
de la causa de la separación o de la falta; desde el momento en 
que se comprueben los errores cometidos o las pérdidas o averías 
imputables al trabajador, o desde la fecha en que la deuda sea 
exigible. En segundo lugar, las acciones de los trabajadores para 
separarse del trabajo. La prescripción corre a partir de la fecha en 
que se tenga conocimiento de la causa de separación (artículos 
516 y 517 de la LFT).

3. Acciones que prescriben en dos meses

Prescriben en dos meses las acciones de los trabajadores que 
sean separados del trabajo. La prescripción corre a partir del día 
siguiente a la fecha de la separación (artículo 518 de la LFT).

4. Acciones que prescriben en un año

Como regla general, las acciones de trabajo, en el derecho la-
boral mexicano, prescriben en un año, contado a partir del día 
siguiente de la fecha en que la obligación sea exigible.

5. Acciones que prescriben en dos años

Prescriben en dos años las acciones de los trabajadores para 
reclamar el pago de indemnizaciones por riesgo de trabajo; las 
acciones de los beneficiarios en los casos de muerte por riesgos de 
trabajo; las acciones para solicitar la ejecución de los laudos de las 
Juntas de Conciliación y Arbitraje y de los convenios celebrados 
ante ellas.

La prescripción corre, respectivamente, desde el momento en 
que se determine el grado de la incapacidad para el trabajo; des-
de la fecha de la muerte del trabajador; y desde el día siguien-
te en que hubiese quedado notificado el laudo por la Junta o 
aprobado el convenio. Cuando el laudo imponga la obligación 
de reinstalar, el patrón podrá solicitar de la Junta que fije al tra-
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bajador un término no mayor de treinta días para que regrese al 
trabajo, apercibiéndolo que de no hacerlo, podrá el patrón dar 
por terminada la relación de trabajo (artículo 519 de la LFT).

VII. Derechos colectivos de los trabajadores

Los trabajadores, cuando se encuentran organizados (1), pueden 
contar con mayor fuerza frente al empleador y mejorar sus con-
diciones de trabajo a través de un contrato colectivo (2) o de un 
reglamento interior de trabajo (3). Además, en caso de que no se 
respeten sus derechos, pueden hacer uso de la huelga (4).

1. Derecho a formar sindicatos

Los trabajadores tienen derecho a formar coaliciones (acuerdo 
temporal de un grupo de trabajadores para la defensa de sus in-
tereses comunes) o sindicatos (asociación de trabajadores consti-
tuida para el estudio, mejoramiento y defensa de sus respectivos 
intereses).

Igualmente, los trabajadores tienen derecho a no formar parte 
de un sindicato o a salir de un sindicato sin que esto implique la 
pérdida de su empleo. En caso de ejercer su derecho a crear un 
sindicato, no requieren una autorización del gobierno, aunque 
deben registrarse, ya sea en la Secretaría del Trabajo y Previsión 
Social en los casos de competencia federal, y en las Juntas de Con-
ciliación y Arbitraje en los de competencia local.

Los sindicatos tienen derecho a redactar sus estatutos y regla-
mentos, elegir libremente a sus representantes, organizar su ad-
ministración y sus actividades y formular su programa de acción. 
Los sindicatos de trabajadores pueden ser:

 — Gremiales, los formados por trabajadores de una misma profe-
sión, oficio o especialidad.

 — De empresa, los formados por trabajadores que presten sus servi-
cios en una misma empresa.

 — Industriales, los formados por trabajadores que presten sus servi-
cios en dos o más empresas de la misma rama industrial.
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 — Nacionales de industria, los formados por trabajadores que pres-
ten sus servicios en una o varias empresas de la misma rama in-
dustrial, instaladas en dos o más entidades federativas.

 — De oficios varios, los formados por trabajadores de diversas pro-
fesiones. Estos sindicatos sólo podrán constituirse cuando en el 
municipio de que se trate, el número de trabajadores de una 
misma profesión sea menor de veinte.

Los sindicatos deberán constituirse con veinte trabajadores en 
servicio activo. Para la determinación del número mínimo de tra-
bajadores se toma en consideración aquellos cuya relación de tra-
bajo hubiese sido rescindida, o dada por terminada, dentro del 
periodo comprendido entre los treinta días anteriores a la fecha 
de presentación de la solicitud de registro del sindicato y en la que 
se otorgue éste.

Los sindicatos son personas morales y tienen capacidad para:

 — Adquirir bienes muebles.
 — Adquirir los bienes inmuebles destinados inmediata y directa-

mente al objeto de su institución.
 — Defender ante todas las autoridades sus derechos y ejercitar las 

acciones correspondientes.

2. Derecho a tener un contrato colectivo

Los trabajadores agrupados en un sindicato tienen derecho a la 
celebración de un contrato colectivo de trabajo, entendido como 
el convenio celebrado entre uno o varios sindicatos de trabajado-
res y uno o varios patrones, o uno o varios sindicatos de patrones, 
con objeto de establecer las condiciones según las cuales debe 
prestarse el trabajo en una o más empresas o establecimientos.

El patrón que emplee trabajadores miembros de un sindicato 
tiene obligación de celebrar, cuando lo solicite el sindicato, un 
contrato colectivo. Si el patrón se niega a firmar el contrato los 
trabajadores pueden ejercer su derecho de huelga.

El contrato colectivo de trabajo deberá celebrarse por escrito, 
bajo pena de nulidad, y debe contener:
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 — Los nombres y domicilios de los contratantes.
 — Las empresas y establecimientos que abarque.
 — Su duración o la expresión de ser por tiempo indeterminado o 

para obra determinada.
 — Las jornadas de trabajo.
 — Los días de descanso y vacaciones.
 — El monto de los salarios.
 — Las cláusulas relativas a la capacitación o adiestramiento de los 

trabajadores en la empresa o establecimientos que comprenda.
 — Las disposiciones sobre la capacitación o adiestramiento.
 — Las bases sobre la integración y funcionamiento de las Comisio-

nes que deban integrarse en la empresa.
 — Las demás estipulaciones que convengan las partes.

Además de un contrato colectivo, los trabajadores pueden cele-
brar un contrato-ley, el cual es el convenio celebrado entre uno o 
varios sindicatos de trabajadores y varios patrones, o uno o varios 
sindicatos de patrones, con objeto de establecer las condiciones 
según las cuales debe prestarse el trabajo en un rama determinada 
de la industria, y declarado obligatorio en una o varias entidades 
federativas, en una o varias zonas económicas que abarquen una o 
más de dichas entidades, o en todo el territorio nacional.

3. Derecho a un reglamento interior de trabajo

En toda empresa se puede celebrar un reglamento interior de 
trabajo (RIT), entendido como el conjunto de disposiciones obli-
gatorias para trabajadores y patrones en el desarrollo de los tra-
bajos en una empresa o establecimiento. El RIT se celebra con el 
sindicato de trabajadores titular; si no existe tal sindicato, con la 
representación de la mayoría de los trabajadores de la empresa.

No son materia del reglamento las normas de orden técnico y 
administrativo que formulen directamente las empresas para la 
ejecución de los trabajos. El RIT ha perdido su carácter de or-
denamiento elaborado con exclusividad por el patrón, para con-
vertirse en un instrumento bilateral en cuya elaboración deben 
intervenir sindicatos y empleadores.
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El RIT tiene como objetivo fijar medidas pertinentes para con-
servar la disciplina y el mejor aprovechamiento del centro de traba-
jo, e imponer sanciones disciplinarias.

El RIT debe contener:

 — Horas de entrada y salida, así como el tiempo destinado para las 
comidas y periodos de reposo durante la jornada.

 — Lugar y momento en que deben comenzar y terminar las jorna-
das de trabajo.

 — Días y horas fijadas para hacer la limpieza de los establecimientos, 
maquinaria, aparatos y útiles de trabajo.

 — Días y lugares de pago.
 — Normas para el uso de asientos y sillas de que deberá dotarse al 

trabajador en casas comerciales, oficinas, hoteles, restaurantes y 
en los establecimientos industriales cuando lo permita la natu-
raleza del trabajo.

 — Labores insalubres y peligrosas que no deben desempeñar los 
menores de edad, así como la protección que deben tener las 
trabajadoras embarazadas.

 — Normas para prevenir los riesgos de trabajo e instrucciones para 
prestar primeros auxilios.

 — Tiempo y forma en que los trabajadores deban someterse a los 
exámenes médicos, previos o periódicos, y a las medidas profi-
lácticas que dicten las autoridades competentes (de salud, traba-
jo, educación, etcétera).

 — Permisos y licencias que se concedan a los trabajadores para fal-
tar al desempeño de sus ocupaciones, al margen de los que señala 
la ley en algunos casos específicos.

 — Disposiciones disciplinarias y procedimientos para su aplicación.

Toda suspensión que se adopte como medida disciplinaria, en 
el marco del RIT, no podrá exceder de ocho días hábiles, pero 
antes de aplicar al trabajador una sanción de esta índole se debe 
escuchar su justificación y, en todo caso, ajustarla a la magnitud 
de la infracción cometida.

El RIT debe depositarse ante la Junta de Conciliación y Ar-
bitraje para que su observancia sea obligatoria. Asimismo, debe 
repartirse un ejemplar para cada trabajador, o bien, fijarse en los 
lugares más visibles del centro de trabajo.



69

D
er

ec
ho

s d
e 

lo
s t

ra
ba

ja
do

re
s

A pesar de la importancia que puede representar el RIT, su uso 
no es muy extendido en la práctica, principalmente ante el temor 
de ambas partes a la imposición de sanciones disciplinarias.

4. Derecho a la huelga

La huelga, en el derecho mexicano del trabajo, se entiende como 
la suspensión temporal del trabajo llevada a cabo por una coali-
ción de trabajadores, con el objetivo de defender, mejorar, preser-
var o cambiar sus condiciones de trabajo. La legislación mexicana, 
cuando define quién está facultado para realizar una huelga, se 
refiere a una coalición, organización temporal para conseguir un 
fin específico (artículo 440 de la LFT). Lo que deja entender que 
los trabajadores no deben estar necesariamente sindicalizados.

La huelga se encuentra reconocida en el artículo 123 de la 
Constitución, fracción XVII, “Las leyes reconocerán como un de-
recho de los obreros y de los patronos, las huelgas y los paros”, 
así como en la LFT, vigente desde 1970. Dentro del diseño legal 
mexicano, la huelga busca el equilibrio entre los factores de la 
producción: capital y trabajo.

Los objetivos que puede perseguir una huelga son:

 — Conseguir el equilibrio entre los factores de la producción.
 — Obtener del patrón o patrones la celebración de un contrato 

colectivo de trabajo o exigir su revisión al terminar el periodo 
de su vigencia.

 — Obtener del patrón o patrones la celebración de un contrato-ley 
o exigir su revisión al terminar el periodo de su vigencia.

 — Exigir el cumplimiento del contrato colectivo de trabajo o del 
contrato-ley.

 — Exigir que se cumpla con la participación de utilidades.
 — Apoyar a otras empresas similares con los mismos objetivos 

(huelga por solidaridad).
 — Exigir anualmente la revisión de los salarios contractuales (ar-

tículo 450 de la LFT).

Los trabajadores huelguistas deben continuar prestando sus 
servicios en los siguientes casos:
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 — Los buques, aeronaves, trenes, autobuses y demás vehículos de 
transporte que se encuentren en ruta; en este caso deben condu-
cirse a su punto de destino.

 — De igual manera en los hospitales, sanatorios, clínicas, y demás 
establecimientos análogos, se debe continuar la atención de los 
pacientes recluidos al momento de suspenderse el trabajo, hasta 
que puedan ser trasladados a otro establecimiento.

 — En aquellas labores cuya suspensión perjudique gravemente la 
seguridad y conservación de los locales, maquinaria y materias 
primas, o la reanudación de los trabajos.

Hay otra figura dentro del derecho administrativo que permite 
continuar las labores a pesar de una huelga, la requisa, regulada en 
la Ley de Vías Generales de Comunicación.

Para que pueda haber una huelga, es necesario cumplir una 
serie de requisitos; de fondo (sólo pueden iniciar una huelga tra-
bajadores en activo representados en un sindicato o coalición), de 
forma (formular un emplazamiento con pliego de peticiones que 
contenga: el propósito de ir a huelga, el objeto de la misma y el 
día y hora en que se suspenderán labores; el pliego de peticiones 
debe dirigirse al patrón y presentarse por duplicado a la Junta de 
Conciliación y Arbitraje; y dar aviso de la suspensión de las labo-
res, por lo menos con seis días de anticipación a la fecha señalada 
para suspender el trabajo, y con diez días de anticipación cuan-
do se trate de servicios públicos. Además, el pliego de peticiones 
debe depositarse ante la Junta de Conciliación y Arbitraje, para 
que ésta mande emplazar al patrón y él tenga la oportunidad de 
decir sus derechos, celebrándose para ello una junta de concilia-
ción para evitar la huelga. Si no existe tal acuerdo, entonces pro-
cederá), y de mayoría (para que se suspendan los trabajos en una 
empresa es necesaria la determinación de la mayoría de los traba-
jadores de la empresa o establecimiento, entendiendo por ésta al 
cincuenta por ciento más uno de los trabajadores).

La legislación distingue entre:

 — Huelga legalmente existente (artículo 450 de la ley), aquella que 
persigue los objetivos arriba señalados.

 — Huelga legalmente inexistente (artículo 459 de la ley), aquella en 
la cual la suspensión del trabajo se realiza por un número de 
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trabajadores menor a veinte o cuando no ha tenido por objeto 
alguno de los establecidos para que sea declarada existente.

 — Huelga lícita, aquella que tiene por objeto conseguir el equilibrio 
entre los diversos factores de la producción, y que armonice los 
derechos del trabajo con los del capital.

 — Huelga ilícita, es aquella en la que la suspensión del trabajo se 
realiza con violencia contra las personas o las propiedades, o en 
caso de guerra cuando los trabajadores pertenezcan a estableci-
mientos y servicios que dependan del gobierno.

 — Huelga justificada, aquella cuyos motivos son imputables al pa-
trón.

 — Huelga injustificada, aquella que se declara cuando la parte pa-
tronal ha accedido a las demandas de los trabajadores y, a pesar 
de esta circunstancia, se lleva a cabo la suspensión de las labores.

Una huelga puede terminar:

 — Por acuerdo entre los trabajadores huelguistas y los patrones.
 — Por allanamiento del patrón en cualquier tiempo a las peticiones 

contenidas en el escrito de emplazamiento de huelga y se cubren 
los salarios que hubiesen dejado de percibir los trabajadores.

 — Por laudo arbitral de la persona o comisión que libremente elijan 
las partes.

 — Por laudo de la Junta de Conciliación y Arbitraje si los trabaja-
dores huelguistas someten el conflicto a su decisión.

 — Porque las partes se desisten, así como por declaración de inexis-
tencia o de ilicitud.

Históricamente, la huelga fue el mecanismo por excelencia 
para defender los intereses de los trabajadores, primero de facto 
y después de jure, cuando les fue reconocido como un derecho. 
Hasta finales del siglo XIX, la huelga era una actividad ilícita de 
carácter criminal; fue una actividad prohibida y sancionada pe-
nalmente en muchos países hasta más allá de la mitad del siglo 
XX. Actualmente, la huelga es un derecho fundamental consagra-
do en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales de las Naciones Unidas (1966). El reconocimiento 
del derecho a huelga significó un triunfo para los trabajadores, ya 
que representó una prerrogativa para poder suspender los trabajos 
en el interior de la empresa o establecimiento en que laboraran, 
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ante la negativa a la negociación colectiva, las violaciones de las 
condiciones de trabajo, o el no respeto de las mismas; sin que esto 
implicase la terminación de las relaciones de trabajo o la comisión 
de un delito.

Entre los principios y reglas mínimas de conducta establecidos 
por la Comisión de Expertos y el Comité de Libertad Sindical en 
materia de derecho de huelga se encuentran los siguientes:

 — La huelga como un derecho fundamental del que deben disfru-
tar las organizaciones de trabajadores (sindicatos, federaciones y 
confederaciones), protegido en el ámbito internacional siempre 
que su ejercicio revista carácter pacífico.

 — Derecho reconocido de manera general a los trabajadores del 
sector público y del sector privado, con ciertas excepciones para 
el primer caso; una prohibición general de las huelgas de solida-
ridad sería abusiva.

 — Es admisible el establecimiento de un servicio mínimo de segu-
ridad y funcionamiento en todos los casos de huelga.

 — Son aceptables como condiciones para el ejercicio del derecho 
de huelga la obligación de dar un preaviso, la obligación de re-
currir a la conciliación o a la mediación, el recurso al arbitraje 
voluntario, la obligación de respetar un determinado quórum y 
de obtener el acuerdo de una cierta mayoría (en la medida en 
que no resulte en la práctica muy difícil o imposible el ejercicio 
del derecho de huelga), y la celebración de un escrutinio secreto 
para decidir la huelga.

 — Las restricciones a los piquetes de huelga deben limitarse a los 
casos en que dejen de ser pacíficos, y tales piquetes no deben im-
pedir el ejercicio de la libertad de trabajo por los no huelguistas.

 — La movilización forzosa de los trabajadores de una empresa o 
institución sólo resulta admisible en caso de huelga en un ser-
vicio esencial o en circunstancias de la más alta gravedad, tales 
como las situaciones de crisis nacional aguda.

 — La contratación de trabajadores en sustitución de huelguistas 
menoscaba gravemente el derecho de huelga, y sólo es admisi-
ble, en caso de huelga, en un servicio esencial o en situaciones 
de crisis nacional aguda.

 — No son objetables las disposiciones legislativas que prevén la de-
ducción salarial de los días de huelga.

 — Debe garantizarse una protección adecuada a los dirigentes sin-
dicales y a los trabajadores contra el despido, y otros actos perju-
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diciales en el empleo, a causa de la organización o participación 
en huelgas legítimas, en particular a través de procedimientos 
rápidos, eficaces e imparciales, acompañados de remedios y de 
sanciones suficientemente disuasivas.

 — Los principios de la libertad sindical no amparan las extralimi-
taciones en el ejercicio del derecho de huelga que supongan el 
incumplimiento de requisitos razonables de licitud, o que con-
sistan en acciones de carácter delictivo.

 — Las sanciones que se adopten en caso de extralimitación no de-
berían ser desproporcionadas con la gravedad de las violaciones.

VIII. Derechos en materia de seguridad social

Todo trabajador tiene derecho a la seguridad social (1). En ma-
teria específica de accidentes y enfermedades de trabajo, el traba-
jador tiene derecho a recibir una incapacidad, dependiendo de la 
naturaleza de la misma (2).

1. Derechos en materia de seguridad social

La Ley del Seguro Social establece que la realización de la se-
guridad social está a cargo de “entidades o dependencias públicas, 
federales o locales y de organismos descentralizados, conforme a 
lo dispuesto por dicha ley y demás ordenamientos legales sobre 
la materia”.

Además se establece que el seguro social es el instrumento bá-
sico de la seguridad social, establecido como un servicio público 
de carácter nacional, sin perjuicio de los sistemas instituidos por 
otros ordenamientos.

La organización y administración del seguro social está a cargo 
del IMSS, organismo público descentralizado con personalidad 
jurídica y patrimonio propios, de integración operativa triparti-
ta (sector público, social y privado) y con carácter de organismo 
fiscal autónomo.

El seguro social comprende un régimen obligatorio y un régi-
men voluntario.

El régimen obligatorio comprende los seguros de:
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 — Riesgos de trabajo, enfermedades y maternidad.
 — Invalidez y vida.
 — Retiro, cesantía en edad avanzada y vejez.
 — Guarderías y prestaciones sociales.

Los sujetos de aseguramiento del régimen obligatorio son:

 — Los trabajadores sujetos a una relación de subordinación de ma-
nera permanente o eventual.

 — Los miembros de sociedades cooperativas de producción.
 — Las personas que determine el Ejecutivo Federal a través del de-

creto respectivo.

El régimen voluntario. Las personas que voluntariamente pue-
den ser sujetos de aseguramiento al régimen obligatorio son:

 — Los trabajadores en industrias familiares y los independientes.
 — Los trabajadores domésticos.
 — Los ejidatarios, comuneros, colonos y pequeños propietarios.
 — Los patrones; personas físicas con trabajadores asegurados a su 

servicio.
 — Los trabajadores al servicio de las administraciones públicas de la 

Federación, entidades federativas y municipios que estén exclui-
dos o no comprendidos en otras leyes o decretos como sujetos 
de seguridad social.

Otra manifestación del aseguramiento voluntario lo constitu-
ye el Seguro de Salud para la Familia. La ley señala que todas las 
familias de México tienen derecho a un seguro de salud para sus 
miembros, por lo que pueden celebrar con el IMSS un convenio 
para el otorgamiento de las prestaciones en especie del seguro de 
enfermedades y maternidad.

Destaca igualmente que el IMSS también puede celebrar este 
tipo de convenios con los trabajadores mexicanos que se encuen-
tren laborando en el extranjero, a fin de proteger a sus familias 
residentes en territorio nacional y a ellos mismos cuando se ubi-
quen en éste (artículo 240 de la Ley del Seguro Social).

Las prestaciones son los beneficios a los que tienen derecho 
los asegurados, pensionados o familiares con motivo de una con-
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tingencia que altere la salud y las posibilidades de trabajo o los 
ingresos económicos; también representan una protección que se 
debe dar conforme a los años cotizados o edad de las personas, 
incluyendo aquellos aspectos relativos a la comunidad, con base 
en la solidaridad, para la capacitación, el esparcimiento o la salud. 
Dichas prestaciones pueden otorgarse en dinero o en especie.

Vale la pena reiterar que el apoyo en materia de vivienda se 
otorga a través de una institución diferente al IMSS, el Infonavit.

Las contingencias comprendidas dentro del régimen obligato-
rio son:

 — Enfermedades y maternidad.
 — Invalidez y vida.
 — Retiro, cesantía en edad avanzada y vejez.
 — Riesgos de trabajo.
 — Guarderías y prestaciones sociales.

Por su parte, el régimen voluntario comprende:

 — Enfermedades y maternidad.
 — Invalidez, vejez, cesantía en edad avanzada y muerte.

Los recursos financieros del Instituto provienen de:

 — Cuotas de los empleadores y trabajadores y contribuciones del 
Estado respecto a los seguros de riesgos de trabajo, enfermedades 
y maternidad, invalidez y vida, guarderías y prestaciones socia-
les, así como de salud para la familia y adicionales.

 — Los intereses, realización de activos, alquileres, rentas, rendi-
mientos, utilidades, y frutos de cualquier clase que produzcan 
sus bienes.

 — Las donaciones, herencias, legados, subsidios y adjudicaciones 
que se hagan a su favor.

 — Otros ingresos que le señalen las leyes reglamentarias.

El IMSS no es sujeto de contribuciones federales, estatales y 
municipales, sólo está sujeto a los derechos de carácter municipal 
que causen sus inmuebles: agua, pavimento, etcétera. Igualmente 
se encuentra sujeto a los derechos de carácter federal correspon-
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dientes a la prestación de servicios públicos. Solvente por natu-
raleza, se considera al IMSS de solvencia acreditada, por lo que 
no está obligado a realizar depósitos o fianzas legales. Además, los 
bienes del Instituto afectos a la prestación directa de sus servicios 
serán inembargables.

2. Derechos en caso de sufrir accidentes o enfermedades de trabajo

Los riesgos de trabajo son los accidentes y enfermedades a los 
que están expuestos los trabajadores en ejercicio o con motivo del 
trabajo.

Por accidente de trabajo se entiende toda lesión orgánica o per-
turbación funcional, inmediata o posterior, o la muerte, produci-
da repentinamente en ejercicio o con motivo del trabajo, cuales-
quiera que sean el lugar y el tiempo en que se presente. Quedan 
incluidos en la definición anterior los accidentes que se produz-
can al trasladarse el trabajador directamente de su domicilio al 
lugar del trabajo y viceversa.

Por enfermedad de trabajo se entiende todo estado patológico 
derivado de la acción continuada de una causa que tenga su ori-
gen o motivo en el trabajo o en el medio en que el trabajador se 
vea obligado a prestar sus servicios.

El patrón es responsable de la seguridad e higiene y de la pre-
vención de los riesgos en el trabajo. En tanto, es obligación de 
los trabajadores observar las medidas preventivas de seguridad e 
higiene que establecen las normas, así como las que indiquen los 
patrones para la prevención de riesgos de trabajo.

Un riesgo de trabajo puede generar una incapacidad, la cual se 
entiende como un obstáculo que hace imposible continuar el tra-
bajo habitual o cualquier otro. Toda disminución física o psíquica 
producida por un accidente, por una enfermedad profesional o de 
otra naturaleza que disminuya en forma temporal, o permanente, 
la suficiencia del trabajador en sus labores o que implique afecta-
ción física que limite sus posibilidades para el empleo. Constituye 
la falta de aptitud física para desarrollar con total normalidad el 
trabajo encomendado. Este término se emplea con frecuencia en 
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las normas jurídicas que regulan la seguridad social, y se divide en 
dos clases de invalidez: transitoria y permanente.

En ese sentido, las consecuencias de un riesgo de trabajo pue-
den ser:

 — Incapacidad temporal. Pérdida de facultades o aptitudes que im-
posibilita parcial o totalmente a una persona para desempeñar 
su trabajo por algún tiempo. Las indemnizaciones por riesgos de 
trabajo que produzcan incapacidades se pagan directamente al 
trabajador (artículos 478 y 483 de la LFT).

En caso de una incapacidad temporal, la indemnización con-
siste en el pago íntegro del salario que deje de percibir mientras 
subsista la imposibilidad de trabajar. Este pago se hace desde el 
primer día de la incapacidad. Si a los tres meses de iniciada una 
incapacidad no está en aptitud de volver al trabajo, el trabaja-
dor o el patrón puede pedir, en vista de los certificados médicos 
respectivos, de los dictámenes que se rindan y de las pruebas 
conducentes, que se resuelva si debe seguir sometido al mismo 
tratamiento médico y gozar de igual indemnización o procede 
declarar su incapacidad permanente, con la indemnización a que 
tenga derecho. Estos exámenes podrán repetirse cada tres meses.

El trabajador percibirá su salario hasta que se declare su in-
capacidad permanente y se determine la indemnización a que 
tenga derecho. El patrón está obligado a reponer en su empleo 
al trabajador que sufrió un riesgo de trabajo, si está capacitado, 
siempre que se presente dentro del año siguiente a la fecha en 
que se determinó su incapacidad.

 — Incapacidad permanente parcial. Disminución de las facultades o 
aptitudes de una persona para trabajar. Este tipo de incapacidad 
tiene como característica principal su persistencia en el tiempo. 
De igual manera, las indemnizaciones por riesgos de trabajo que 
produzcan incapacidades se pagarán directamente al trabajador 
(artículos 479 y 483 de la LFT).

En caso de una incapacidad permanente parcial, la indemni-
zación consiste en el pago del porcentaje que fija la tabla de va-
luación de incapacidades, calculado sobre el importe que debería 
pagarse si la incapacidad hubiese sido permanente total. Se toma-
rá el porcentaje que corresponda entre el máximo y el mínimo 
establecidos, teniendo en consideración la edad del trabajador, 
la importancia de la incapacidad y la mayor o menor aptitud 
para ejercer actividades remuneradas semejantes a su profesión u 
oficio. Asimismo, se tomará en consideración si el patrón se ha 
preocupado por la reeducación profesional del trabajador.
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Si la incapacidad parcial consiste en la pérdida absoluta de las 
facultades o aptitudes del trabajador para desempeñar su pro-
fesión, la Junta de Conciliación y Arbitraje podrá aumentar la 
indemnización hasta el monto de la que correspondería por in-
capacidad permanente total. Tomando en consideración la im-
portancia de la profesión y la posibilidad de desempeñar una de 
categoría similar, susceptible de producirle ingresos semejantes. 
El patrón no está obligado a pagar una cantidad mayor de la que 
corresponda a la incapacidad permanente total aunque se reúnan 
más de dos incapacidades.

El patrón está obligado a reponer en su empleo al trabajador 
que sufrió un riesgo de trabajo, si está capacitado, siempre que se 
presente dentro del año siguiente a la fecha en que se determinó 
su incapacidad.

 — Incapacidad permanente total. Pérdida de facultades o aptitudes 
de una persona, que la imposibiliten para desempeñar cualquier 
trabajo por el resto de su vida, cualquiera que sea la naturaleza 
del riesgo que la haya producido. Igualmente, las indemnizacio-
nes por riesgos de trabajo que produzcan incapacidades se paga-
rán directamente al trabajador.

En caso de una incapacidad permanente total, la indemni-
zación consiste en una cantidad equivalente al importe de mil 
novecientos cinco días de salario. Las indemnizaciones que debe 
percibir el trabajador en los casos de incapacidad permanente 
parcial o total deben ser pagadas íntegras, sin que se haga de-
ducción de los salarios que percibió durante el periodo de inca-
pacidad temporal. Dentro de los dos años siguientes en que se 
hubiese fijado el grado de incapacidad, podrá el trabajador o el 
patrón solicitar la revisión del grado, por si se comprueba una 
agravación o una atenuación posterior.

 — Muerte.

La existencia de estados anteriores tales como idiosincrasias, 
taras, discrasias, intoxicaciones o enfermedades crónicas, no es 
causa para disminuir el grado de la incapacidad, ni las prestacio-
nes que correspondan al trabajador.

Como ya se mencionó, las indemnizaciones por riesgos de tra-
bajo que produzcan incapacidades se pagan directamente al traba-
jador. Y en los casos de incapacidad mental, comprobada, la in-
demnización se paga a la persona o personas a cuyo cuidado quede.

Para determinar las indemnizaciones, se toma como base el 
salario diario que perciba el trabajador al ocurrir el riesgo y los 
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aumentos posteriores que correspondan al empleo que desempe-
ñaba, hasta que se determine el grado de la incapacidad, el de la 
fecha en que se produzca la muerte o el que percibía al momento 
de su separación de la empresa.

Asimismo, para determinar las indemnizaciones, si el salario 
que percibe el trabajador excede del doble del salario mínimo del 
área geográfica de aplicación a que corresponda el lugar de presta-
ción del trabajo, se considera esa cantidad como salario máximo.

Los trabajadores que sufran un riesgo de trabajo tienen dere-
cho a:

 — Asistencia médica y quirúrgica.
 — Rehabilitación.
 — Hospitalización, cuando se requiera.
 — Medicamentos y material de curación.
 — Aparatos de prótesis y ortopedia necesarios.
 — Una indemnización.

El patrón queda exceptuado de responsabilidades en los casos 
y con las modalidades siguientes:

 — Si el accidente ocurre encontrándose el trabajador en estado de 
embriaguez.

 — Si el accidente ocurre encontrándose el trabajador bajo la acción 
de algún narcótico o droga enervante, salvo que exista prescrip-
ción médica y que el trabajador hubiese puesto el hecho en co-
nocimiento del patrón y le hubiese presentado la prescripción 
suscrita por el médico.

 — Si el trabajador se ocasiona intencionalmente una lesión él 
mismo o de acuerdo con otra persona. 

 — Si la incapacidad es el resultado de alguna riña o intento de sui-
cidio.

Cuando el riesgo de trabajo traiga como consecuencia la muerte 
del trabajador, la indemnización comprende dos meses de salario 
por concepto de gastos funerarios y el pago de la indemnización 
por muerte, equivalente a cinco mil días de salario, sin deducir la 
indemnización que percibió el trabajador durante el tiempo en 
que estuvo sometido al régimen de incapacidad temporal.
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Tienen derecho a recibir indemnización en los casos de muerte:

 — La viuda, o el viudo, que hubiese dependido económicamente 
del trabajador y que tenga una incapacidad de cincuenta por 
ciento o más, y los hijos menores de dieciséis años y los mayores 
de esta edad si tienen una incapacidad de cincuenta por ciento 
o más.

 — Los ascendientes concurrirán con las personas mencionadas an-
teriormente, a menos que se pruebe que no dependían económi-
camente del trabajador.

 — A falta de cónyuge supérstite, concurrirá con las personas se-
ñaladas anteriormente; la persona con quien el trabajador vivió 
como si fuera su cónyuge durante los cinco años que precedieron 
inmediatamente a su muerte, o con la que tuvo hijos, siempre 
que ambos hubieran permanecido libres de matrimonio durante 
el concubinato.

 — A falta de cónyuge supérstite, hijos y ascendientes, las personas 
que dependían económicamente del trabajador.

 — A falta de las personas mencionadas anteriormente, el IMSS.
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En el marco de la conmemoración del Centenario de la Cons-

titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Instituto 

de Investigaciones Jurídicas de la unam y el Instituto Nacio-

nal de Estudios Históricos de las Revoluciones de México de 

la Secretaría de Cultura presentan la actualización de la serie 

Nuestros Derechos con el propósito de contribuir al conoci-

miento de nuestra Carta Magna, de las leyes, así como de nues-

tros derechos y obligaciones.

La serie Nuestros Derechos busca que los lectores conozcan 

tanto los derechos contenidos en la Constitución como en los 

instrumentos internacionales que nuestro país ha firmado, 

para identificar cuáles son los procedimientos previstos en la 

ley y, en su caso, saber ante qué instancias se puede solicitar 

el asesoramiento necesario para ejercer sus derechos.

Alfredo Sánchez-Castañeda es doctor en Derecho 

del Trabajo y Seguridad Social, por la Universidad de 

París II (Panthéon-Assas); licenciado en Derecho, por 

la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional 

Autónoma de México, e investigador y coordinador 

del área de Derecho Social en el Instituto de Investi-

gaciones Jurídicas de la misma Universidad. Es autor 

de diversos libros y artículos sobre derecho del trabajo 

y seguridad social.
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